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(Sin corregir) 


Señor Representante Carlos Varela Nestier, Presidente y Walter Verri (Presidente ad 
hoc). 


Señores Representantes Saúl Aristimuño, Julio Battistoni, Alberto Perdomo Gamarra 
y María del Carmen Suárez. 


Señores Representantes Pablo D. Abdala, Roberto Chiazzaro, Wilma Moraes, Iván 
Posada y Eduardo José Rubio. 


Señores Representantes Jorge Pozzi y Daniel Placeres y señor Senador Leonardo de 
León. 


Por el Ministerio de Industria, Energía y Minería: Ingeniera Carolina Cosse, 
Ministra; Silvia García, Jefe de Comunicación Institucional; Cecilia Aguiar, Asistente 
de Comunicación; Jorge Braga, Asesor; Olga Otegui, Directora Nacional de Energía; 
Aralí Alvez, Asesora y Fernanda Cardona, Directora General de Secretaría. 


Por la Administración de Combustibles Alcohol y Portland (ANCAP): José Coya, 
Presidente; doctor Leonardo Bianchi, Gerente de Servicios Jurídicos; doctor Rafael 
Brum, Prosecretario General; Álvaro Duarte, Jefe de Costos; Uber Albirdi, Gerente 
de Servicios Compartidos; Andrea Rodríguez y Alejandra Balatti, Profesionales de 
Gerencia Económico Financiera. 


Por la Administración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE), 
Gonzalo Casaravilla, Presidente. 


Señora Doris Muñiz. 


PROSECRETARIO: Señor Guillermo Geronés. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Varela Nestier).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Industria, Energía y Minería da la bienvenida a la señora ministra de Industria, Energía y 
Minería, ingeniera Carolina Cosse, y a la nutrida delegación que la acompaña, integrada por el señor José 


Coya, presidente de Ancap; el señor Gonzalo Casaravilla, presidente de UTE; la señora Cecilia Aguiar, 
asistente de comunicación del MIEM; la señora Silvia García, jefe de comunicación institucional del MIEM; 
la señora Olga Otegui, directora nacional de energía; la señora Fernanda Cardona, directora general de 
secretaría del MIEM; el señor Jorge Braga y la señora Aralí Alvez, asesores; el señor Leonardo Bianchi, 
gerente de servicios jurídicos de Ancap; el señor Rafael Brum, prosecretario general de Ancap; el señor 
Álvaro Duarte, jefe de costos de Ancap; las señoras Andrea Rodríguez y Alejandra Balatti, profesionales de 
Gerencia Económico Financiera de Ancap. 


Realmente es un gusto recibirlos. Han sido convocados a esta Comisión a solicitud de los señores diputados 
Abdala y Verri. Oportunamente, enviamos una comunicación a la señora Ministra con los temas por los 
cuales fue citada. La idea es comenzar en el orden referido en la nota para los diversos puntos planteados en 
esta Comisión. 


Por lo tanto, si la señora ministra está de acuerdo, comenzaremos por el punto relativo a la política tarifaria 
de los combustibles y a la situación económica y patrimonial de Ancap, a la luz de la información que 
trascendiera con relación a los resultados del ejercicio 2014, así como el documento denominado 
"Declaración de confidencialidad de la información", emanado de la Secretaría General del organismo en 
fecha reciente, ambos temas planteados por el señor diputado Abdala. 


Tiene la palabra el señor Diputado Abdala. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida a la señora ministra, al señor presidente de 
Ancap, al señor presidente de UTE, a los señores directores, gerentes y asesores de la numerosa 
delegación que hoy nos acompaña, cuya presencia valoramos mucho. 


Los temas por los cuales convocamos a la señora Ministra son diversos. El señor presidente los ha 
desgranado de forma adecuada, en función de los planteamientos que oportunamente formulamos con el 
señor diputado Verri. 


En aras de contribuir con el trabajo de la Comisión y el mejor aprovechamiento del tiempo, voy a tratar de 
centrarme en el tema que en este momento considero más urgente y de mayor interés público, tal vez, por la 
expectativa que ha generado y, por qué no decirlo, por el impacto que ha provocado, que son los números de 
Ancap. Me refiero a los resultados del año 2014; si bien las cifras no están aprobadas formalmente, las 
autoridades han reconocido que los números que trascendieron son los que efectivamente terminará arrojando 
el balance. 


En su momento, nosotros realizamos un pedido de informes con relación a la declaración de confidencialidad 
que en Ancap se le impuso a los funcionarios, con respecto a la cual tenemos enormes reparos. En principio, 
no voy a consultar sobre este punto, entre otras cosas, porque hice un pedido de informes y estoy esperando 
la respuesta. Si más adelante se planteara el tema, por supuesto, me pronunciaría, pero a la hora de definir un 
orden de prioridades, me parece medular referirnos en primer lugar a la situación económica de Ancap, a sus 
resultados económicos y financieros y a la pérdida patrimonial. 


Creo que los datos que se conocieron la semana pasada nos impactaron a todos, por distintas razones. En 
primer lugar, por lo que en sí mismo representan, por los valores de los que estamos hablando. En segundo 
término, por la evolución negativa que confirman o denuncian, si comparamos los resultados del año 2013 
con los del 2014 y, además, porque cuando en el año 2014 analizamos los resultados del balance 2013 con el 
señor Coya, aquí presente, y con el entonces ministro Kreimerman, la conclusión fue que habíamos tocado 
fondo y que Ancap, a partir de allí, iniciaba un proceso de recuperación, entre otras cosas, porque había 
medidas que ya se estaban implementando, se trabajaba en un reperfilamiento del endeudamiento y el retorno 
de las inversiones ya estaba en marcha. La sensación que al país entero le quedó fue que, más allá de la 
polémica, había una expectativa de que para este ejercicio las cosas empezaran a revertirse. Sin embargo, no 
solo no se han revertido, sino que claramente la situación se ha agravado. Creo que la mala situación de la 
empresa no solo se ha confirmado, sino que los hechos todavía anuncian peores noticias, en función de que 
los resultados son de una mayor gravedad. Los signos vitales de Ancap -todos ellos; me voy a referir 
brevemente a distintos ítems que componen la información que contiene el balance- son indicativos de esto. 
Diría que la pérdida de U$S 323.000.000 es la consecuencia, pero capaz que ni siquiera es lo más grave; en 
tal caso, es el resultado; es la desembocadura; es el efecto de una situación estructural que está planteada. 


El endeudamiento es enorme. De acuerdo con este último balance, el pasivo total está en U$S 2.170.000.000 
-tanto el pasivo en dólares como el pasivo en pesos expresado en dólares ha alcanzado esta cifra- y el pasivo 
en dólares propiamente dicho, contraído en dólares, que se suponía se empezaba a reperfilar y se iba a 
comenzar a modificar para este ejercicio, no solo no se modificó ni disminuyó, sino que aumentó en U$S 
80.000.000 del ejercicio 2013 al 2014. Actualmente, el pasivo financiero en dólares es de U$S 

1.354.000.000. Esto condujo inexorablemente a un deterioro adicional y progresivo de la relación activo 
pasivo. Ya en el año 2013 esa relación era muy preocupante, porque era 0,72; en 2014 pasa a ser de 0,83. Es 
decir, Ancap debe el equivalente al 83% de sus activos, de los bienes que posee; y en esto está incluido todo: 
la refinería de La Teja, todos los bienes, todos los créditos, todos los activos de la empresa. Reitero: 0,83 es la 
relación activo pasivo en la actualidad. En función de esto, porque todo está relacionado con todo, la pérdida 
patrimonial que se produjo de un año a otro fue muy severa. De 2013 a 2014 hubo un avance en la 
descapitalización de la empresa de un 50% y casi de un 75% en el curso de los últimos tres años: en el año 
2012 el valor de Ancap era de U$S 1.150.000.000; en 2013 era de USS 850.000.000 y este balance indica que 
el patrimonio neto se está situando en U$S 425.000.000. 


No se puede decir que esto responde exclusivamente al tipo de cambio. Eso es un eufemismo. Además, sería 
como no decir nada. Todos sabemos que si el tipo de cambio incide en un país en el que no ha habido un 
cataclismo monetario, sino que, en todo caso, hubo una determinada evolución del dólar y una determinada 
suba del dólar, es porque el endeudamiento en dólares es muy grande y el nivel del endeudamiento está más 
allá de lo saludable y de lo razonable. 


Además, hay aspectos que no tienen que ver con el dólar. El resultado operativo de Ancap también es 
negativo. Como todos saben -por supuesto, más lo saben los que tienen formación en estos temas; yo no la 
tengo, soy abogado; simplemente, me asesoro y estudio-, el resultado operativo es el resultado bruto menos 
los gastos de administración y ventas, los gastos típicamente de gestión; no es un tema de tipo de cambio. En 
el año 2014, el resultado operativo es negativo en U$S 115.000.000. En 2013 ya había sido negativo pero 
bastante menos, en U$S 49.000.000. Por lo tanto, los gastos de administración y venta -esto es un tema 
típicamente de gestión- crecieron sensiblemente de un ejercicio al otro, situándose en el año 2014 en los U$S 
295.000.000. Al respecto, hay algunos ítems -y ya estamos preguntando a la hora de denunciarlos- que 
llaman poderosamente la atención. Por ejemplo, uno de ellos es el crecimiento aparentemente desmedido del 
rubro honorarios profesionales y servicios contratados. De acuerdo con el balance, para ese rubro hubo U$S 
85.000.000, que representan un 33% más que lo que este mismo rubro significó en el ejercicio 2013, cuando 
ya había sido muy alto. 


Consecuencia de esto también es -porque cada cosa está concadenada con las demás- que Ancap tenga déficit 
de caja, tenga déficit financiero, tenga un estado financiero muy negativo. No solo da pérdidas económicas, 
sino que la comparación entre su activo corriente y su pasivo corriente determina un déficit de U$S 
262.000.000. Los activos también caen, porque no solo aumentó el déficit financiero, sino que cayeron los 
activos corrientes de un año a otro en un 17%. Esto genera a Ancap dificultades para funcionar que, entiendo, 
no son simplemente una cuestión del dólar o del tipo de cambio, sino que aquí hay un problema claramente 
vinculado con la gestión y con el endeudamiento. En función de esto, Ancap ha tenido que contraer y renovar 
préstamos con la banca internacional; el último antecedente es del mes pasado. Tengo aquí constancia de una 
gestión que hizo Ancap el día 16 de junio con el Poder Ejecutivo para pedir autorización para renovar líneas 
de crédito por U$S 50.000.000 en un caso y por USS 70.000.000 en otro para pagar los gastos corrientes, 
para pagar la compra del petróleo, entre otras cosas. 


Por lo tanto, hecha esta radiografía en términos muy generales -hay otros datos muy elocuentes que, a mi 
juicio, indican signos de deterioro muy severo y una situación muy compleja desde el punto de vista 
patrimonial, pero los podemos dejar para después-, creo que esta convocatoria se justifica por las razones que 
acabo de expresar. 


Después voy a hacer algunas preguntas más. Todo lo que ya dije, aunque está dicho en tono de información, 
obviamente contiene interrogantes y esperemos que las autoridades puedan por lo menos comentarlas o, 
mejor aún, evacuarlas. 


¿Qué esperamos de esta instancia? Esperamos de la señora ministra definiciones lo más concretas posibles, 
como siempre, pero particularmente en dos sentidos: en cuanto a cuál es la valoración que el Poder Ejecutivo 


hace de esta situación y qué lectura hace la señora ministra, como ministra del ramo y como responsable 
política, de la situación de Ancap ante el Parlamento Nacional. 


Quiero aclarar que llegamos a esta reunión con el mejor espíritu. Nosotros no hemos pedido renuncias 
anticipadamente. El sindicato de Ancap ha sido bastante más enfático que la oposición. Habló del fracaso de 
la gestión y, además, pidió la remoción de las autoridades políticas y de los gerentes que, a Su juicio, son 
responsables de esta situación. Esto, obviamente, incluiría -por una razón simplemente cronológica- al 
presidente de Ancap que viene del período pasado y a los directores que vienen del período pasado. No me 
voy a poner a interpretar lo que dijo el sindicato de Ancap, pero el sindicato pidió renuncias y nosotros no. Lo 
que estamos pidiendo es que el Poder Ejecutivo asuma la gravedad del tema, y lo haga cabalmente, entre 
otras cosas porque tiene la oportunidad de hacerlo. Este Poder Ejecutivo hace pocos meses que está en el 
ejercicio de la función pública y esta es una situación que se arrastra de los últimos años, particularmente del 
período pasado. 


Acá no hay que confundir responsabilidad con culpa. La ministra es responsable por su sola condición de 
ministra. Ahora, puede no ser culpable de lo que pasó, porque esto se hizo antes, pero al ser responsable creo 
que tiene la oportunidad de reconocer los hechos como son, de dejarnos de eufemismos y de ver si asumimos 
la gravedad del tema. 


En segundo término, al asumirla, obviamente creo que el Poder Ejecutivo debe proponerle al Parlamento un 
camino: cómo hacemos para salir de esto que, a esta altura, creo que no es hablar de reperfilamiento. De 
reperfilamiento hablamos hace un año; se habló de un bono de US$ 500.000.000 que ya estaba aprobado por 
el Ministerio de Economía y Finanzas, pero nunca se salió al mercado con ese bono. No sé por qué, pero no 
se hizo nada; lo que se hizo fue agravar la deuda en dólares. O sea que estamos peor porque, por lo visto, se 
han seguido contrayendo préstamos en función de las necesidades corrientes -me imagino- y para pagar las 
inversiones que impactan sobre las cuentas, y por lo tanto la situación se agravó. 


Esto que decimos, señor presidente, no lo decimos nosotros, lo dice el Poder Ejecutivo, lo dice el señor 
ministro de Economía y Finanzas, que integra el Gabinete con la señora ministra de Industria, Energía y 
Minería. 


Según trascendió en los últimos días, el ministerio va a intervenir en la deuda de Ancap o va a asesorar a 
Ancap a partir del trabajo de la Unidad de Gestión de Deuda, y el señor ministro hizo comentarios que creo 
que no son para nada inocuos, sino que son muy elocuentes y representativos de la realidad. Dijo: "Estamos 
preocupados y ocupados en resolver este problema. Estos resultados tienen que ver con inversiones que 
tienen que ser mejor coordinadas". 


Obviamente, el ministro, por su condición de ministro de Gobierno, que está haciendo comentarios de una 
gestión del gobierno de su partido con relación a una empresa pública, tiene la obligación de ser cauto, de 
medir muy bien sus palabras, pero hay que saber leer. Cuando el ministro de Economía y Finanzas dice: 
"Estos resultados tienen que ver con inversiones que tienen que ser mejor coordinadas", no es el tipo de 
cambio; es que las inversiones no se coordinaron bien. Si tienen que ser mejor coordinadas, el ministro de 
Economía está diciendo: tienen que coordinarse mejor. Hay un tema de planificación, hay un tema de plan 
estratégico; es decir, hay algo que se hizo mal y no con relación a un aspecto lateral o accesorio sino a un 
aspecto central, que es el plan de la empresa. Pero el señor Ministro de Economía y Finanzas dijo más; 
afirmó que esto tiene que ver "también con mayor cuidado en los gastos operativos". Esto no es tipo de 
cambio; estos son los gastos de la gestión, o sea, lo que decíamos antes: los gastos de administración, esos 
incrementos a los que hice referencia antes. 


Que lo haya dicho el ministro de Economía y Finanzas, no es la verdad revelada. Pero ¿quién tiene razón? 
¿Tiene razón el ministro de Economía cuando dice estas cosas o el ministro no tiene razón y, entonces, vamos 
por el camino -reitero: lo digo con respeto- de los eufemismos, de decir que Ancap debe racionalizar sus 
esfuerzos, que Ancap está siendo afectada por la evolución del tipo de cambio y, por lo tanto, escudamos esta 
situación en argumentos que, a mi juicio, son más bien bizantinos? 


Creo que el director de la empresa, señor Juan Gómez, ha dado pistas muy interesantes. Leo rápidamente una 
declaración. Dijo: "La idea es que tomemos una serie de acciones que impliquen la racionalización de los 
costos de la empresa y los gastos. Se encomendó a una comisión" -parece que se formó una comisión- 
"abordar las áreas donde se puedan reducir los gastos de administración y ventas". Eso lo dijo el director Juan 


Gómez, del Partido Comunista. Representa al Gobierno; no es representante de la minoría ni de la oposición. 
Dice que esto se hace para que se pueda asegurar la sustentabilidad de la empresa en el mediano y en el largo 
plazo. 


Creo que es de una enorme honestidad lo que dijo el director Gómez y lo traigo a colación, no para generarle 
problemas a él, porque por algo lo declaró públicamente, sino para que quede claro que acá no hay 
exageraciones, suposiciones, ni actitudes de ver fantasmas donde no los hay por parte de la oposición. Me 
parece que hay hechos reales y no lo decimos nosotros; lo dicen los propios actores del Gobierno. 


Esto es lo que queríamos manifestar de nuestras preocupaciones. Naturalmente, le pediríamos a la señora 
ministra y, fundamentalmente al señor presidente de Ancap, precisiones y respuestas. 


También queremos dejar planteadas tres o cuatro preguntas muy concretas sobre aspectos que me parecen 
interesantes y que, si se quiere, son complementarios de todo lo que venimos diciendo. 


Ya preguntamos por los gastos de administración y por los honorarios y servicios contratados, que 
representan un aumento en el gasto verdaderamente llamativo. También queremos saber en qué está el tema 
de la deuda con Venezuela, que tiene mucho que ver con esta discusión, y cuál es su monto actualmente. Mi 
información indica que, con los intereses financieros, la deuda está situada en US$ 496.777.000. Tenemos 
entendido que el convenio venció ayer, y queremos saber qué va a hacer el Directorio y, si lo va a renovar, en 
qué términos lo va a hacer. Se ha dicho que el convenio con Venezuela es muy bueno porque implica diferir 
el pago del 25% de lo que se compra a 15 años, pero eso genera deuda y después aumenta la deuda 
financiera, porque cuando a Ancap se le ocurre cancelar cada 4 o 5 años, como ya lo hizo en el 2011, 
contrajimos un crédito con el Ministerio de Economía y Finanzas que ahora se está pagando, y eso acrecienta 
la deuda. Entonces, me pregunto si eso no es pan para hoy y hambre para mañana. Y si vamos a renovar el 
convenio, ¿cómo lo vamos a renovar? ¿En qué términos? ¿Con la obligación de atarnos a comprar 6 
cargamentos por año, como estamos comprando ahora? Sobre eso también pediríamos alguna respuesta 
adicional. 


Otra pregunta que queremos hacer tiene que ver con el aumento de los créditos incobrables. Nos llamó 
mucho la atención que en el año 2014 los créditos incobrables aumentaron en US$ 5.000.000; una cifra 
bastante inusual, porque en el año 2013 no habían llegado a los US$ 100.000. No sabemos qué hay ahi, ni 
quién es nuestro deudor o deudores que no han pagado sus obligaciones. 


Queremos hacer dos preguntas finales. Nos impactó bastante saber, de acuerdo con la información que surge 
de balance, que Ancap capitalizó a algunas de sus subsidiarias en US$ 80.000.000 solo en el año 2014. 
Obviamente, esa descomposición no aparece en el balance, por eso queremos preguntárselo al presidente de 
Ancap. Tenemos entendido que hubo alguna capitalización en Carboclor, en Argentina, pero que el grueso se 
hizo, fundamentalmente, en ALUR. Circularon versiones según las cuales en el año 2014 capitalizamos a 
ALUR en US$ 40.000.000. Es decir que hay como una especie de contrasentido, porque tanto hablamos del 
retorno de las inversiones y, sin embargo, capitalizamos a ALUR -que ya está por cumplir la mayoría de 
edad- en estos montos. 


La pregunta final es la que todo el país se hace, es decir, si van a aumentar los precios en los próximos días. 
Creo que sería el corolario de una historia verdaderamente complicada que, para resolver este problema, 
apelemos al precio de los combustibles. Desde ya digo que si el argumento fuera que se van a aumentar los 
precios porque en el trimestre abril-¡unio subieron los precios y subió el valor del dólar, es absolutamente 
ilegítimo. Digo esto por una razón muy sencilla, porque en el trimestre enero-marzo, después que el 
presidente de Ancap se comprometió en la Comisión Permanente a que si en el trimestre efectivamente el 
promedio del dólar y el tipo de cambio determinaban una baja de costo con relación a las referencias de 
Ancap, iban a bajar los precios. Y en el trimestre enero-marzo, el dólar y el petróleo bajaron con relación al 
precio de referencia de Ancap, y Ancap no bajó los precios. Entonces, la primera conclusión -amén de otros 
comentarios que se podrían hacer- es que si van a aumentar ahora por la revisión trimestral de las tarifas, 
entonces es que los combustibles se ajustan de acuerdo con la revisión trimestral de las tarifas, pero si suben, 
no si bajan. Esa sería la conclusión inmediata, obvia, incuestionable, indefectible, porque alcanza con 
comparar los dos trimestres de este año 2015, que ya están en vías de completarse. Francamente, a esta altura 
me pregunto si aumentando los precios alcanza, porque el año pasado, cuando teníamos planteada esta 
situación y los auditores observaban la aprobación del balance del año 2013, se asumió un compromiso con 
los auditores de duplicar el margen bruto y de estabilizarlo en un 15%. A pesar de la espectacular suba de 


precios que hubo en el Uruguay -en realidad, todos sabemos que la rebaja del 5% es una suba real del precio 
de los combustibles, porque el petróleo cayó en un 50% y apenas rebajaron un 5%- el margen bruto no subió: 
bajó. Estábamos en un 9% en 2013 y ahora estamos en un 8%, de acuerdo a los números que arroja el 
balance. 


Mi pregunta concreta es si los precios van a subir en los próximos días o si lo están analizando. 


Por ahora, nada más. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En primer lugar, agradezco la 
oportunidad que nos dan de conversar sobre estos temas que son tan importantes para el país y no solo 
para este Ministerio. 


Estoy de acuerdo en seguir el orden de los asuntos planteados, pero quisiera hacer un pequeñísimo cambio, 
en particular, en lo que tiene que ver con la declaración de reserva de la información, que me parece que 
también forma parte de la gestión de Ancap, que es una decisión de la empresa, en línea con lo que es el 
marco normativo actual, con lo que es el marco normativo que tiene que ver con el acceso público a la 
información, que prevé que las empresas puedan tomar sus recaudos con respecto al tema para mejorar la 
gestión. Pediría si podemos empezar con ese tema y después, con mucho gusto, seguiríamos con los otros 
planteados por el señor diputado Abdala. 


Solicito que haga uso de la palabra el presidente de Ancap, señor José Coya, para que nos explique el tema de 
la declaración de reserva de la información. 


SEÑOR COYA (José).- Nos interesa aclarar este tema en particular y dejarlo bien asentado en la 
versión taquigráfica porque, además, ha sido uno de los tantos temas que se ha publicado en la prensa 
y que también se ha hecho público por parte de algunos legisladores, por lo que nos interesa dar la 
versión concreta y contundente de Ancap. ¿Por qué? Porque es un tema de desarrollo no solo en 
Ancap, sino de este Gobierno y del Gobierno anterior sobre algunas políticas de seguridad de la 
información que son tremendamente importantes. Son políticas que Uruguay no ha venido 
desarrollando y que ahora se instalaron en el país y bienvenidas sean para que todos podamos cumplir 
con eso. Se exhortó a las empresas públicas a sumarse a ese plan del gobierno. Estoy hablando del año 
2010; no de ahora. 


En ese entendido de que la exhortación y la importancia del tema eran relevantes para Ancap, comenzamos a 
hacerlo en aquella época, y no porque al final del día termináramos con un documento de confidencialidad - 
que es por el cual hoy estamos citados-, sino porque nosotros consideramos que era sumamente importante 
tomar este tema como un proyecto para Ancap. ¿Por qué? Es bastante obvio: el manejo de toda la 
información. Voy a poner un solo ejemplo, aunque hay varios. Es sumamente importante manejar la 
información sobre la exploración petrolera en términos de seguridad de la información, por nosotros, por el 
Uruguay, por supuesto, por Ancap, por nuestros profesionales, pero también por las empresas privadas que 
practican, por suerte, una actividad que es absolutamente relevante para la actualidad y para el futuro del 
país. Entonces, nos pareció importante sumarnos al Gobierno, desde el año 2010, en este tema y sumarnos - 
no ya con la mirada concreta de modificar algunos reglamentos que tenemos en Ancap y que contemplan 
ciertas cosas que están en este tema de la confidencialidad- a un proyecto bien integral, abarcando la totalidad 
de la información que maneja la empresa, dándole un sentido y un formalismo distinto al que normalmente se 
entendía en las empresas, que eran los reglamentos. 


Entonces, esto viene a dar a Ancap la posibilidad de desarrollar un tema que nos resulta muy importante. 


Voy a solicitar que haga uso de la palabra uno de nuestros principales exponentes en este tema en la interna 
de Ancap. El liderazgo en esto lo llevó adelante la Secretaría General, pero el señor secretario general está de 
vacaciones y nosotros no contamos con él hoy aquí, pero concurrió el doctor Brum, que es el prosecretario 
general de Ancap, quien también ha sido líder del proyecto desde ese año hasta hoy. 


SEÑOR BRUM (Rafael).- Para empezar a desarrollar el tema que nos solicita el señor Presidente de 
Ancap, tenemos que comenzar a considerar cuál fue el fundamento jurídico -que es un poco el meollo 


de la cuestión- de la decisión de establecer la llamada declaración de confidencialidad de seguridad en 
la información y cuáles son los objetivos perseguidos con su adopción. 


Por un decreto del Poder Ejecutivo del año 2009 -es un poco anterior a lo que mencionaba el Presidente de 
Ancap-, se dispuso en forma obligatoria que las Unidades Ejecutoras de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto 
Nacional, adoptaran una Política de Seguridad de la Información, tomando como base la "Política de 
Seguridad de la Información para Organismos de la Administración Pública". Asimismo, mediante dicho 
decreto se exhortó a los Gobiernos Departamentales, a los Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y, 
en general, a todos los organismos del Estado a que hicieran lo propio dentro de sus respectivas 
dependencias. 


En cumplimiento de dicha exhortación, el directorio, por una resolución de diciembre de 2010, aprobó la 
Política de Seguridad de la Información de ANCAP, cuyo texto tomó como base la política aprobada por el 
decreto antes mencionado del Poder Ejecutivo. 


La misma resolución dispuso, además, la creación de un Comité de Seguridad de la Información, integrado 
por representantes de todas las gerencias de negocios y servicios de Ancap y las gerencias dependientes del 
directorio y designó al secretario general, el doctor Tato, como Coordinador de Seguridad de la Información. 


Dicha política constituye la enunciación básica de los compromisos que asume el directorio con respecto a la 
seguridad de la información. Allí se reconoce la importancia de identificar y proteger los activos de 
información de la empresa, evitándose la destrucción, la divulgación, la modificación y la utilización no 
autorizada de dicha información, y se establece el compromiso de desarrollar, implantar, mantener y mejorar 
continuamente el Sistema de Gestión de Seguridad de la Información. 


Como cometidos fundamentales del referido Comité se establecieron el desarrollo y ejecución de la política 
aprobada, así como la elaboración de propuestas. En tanto, al Coordinador de Seguridad de la Información -el 
secretario general- se le cometió la guía, implementación y mantenimiento de un Sistema de Gestión de 
Seguridad de la Información. 


La política que se viene comentando incluyó tres notas características de la seguridad de la información: la 
confidencialidad, de modo de asegurar que solo quienes estén autorizados a ello puedan acceder a la 
información; la integridad, asegurando que la información sea exacta y completa, del mismo modo que sus 
procedimientos de gestión; y la disponibilidad, asegurando que los usuarios autorizados tengan acceso a la 
información en forma completa en todo momento que lo requieran. 


Por último, la mencionada política dispuso, para todo aquel que trabaje en Ancap -bajo la modalidad que 
fuese- el establecimiento de la formalización de su compromiso con las políticas, planes y directivas en 
materia de seguridad de la información, en el entendido de que toda la información a la que tiene acceso en la 
empresa es propiedad de esta o se encuentra bajo su custodia. 


Ahora bien, veamos cuáles son algunas de las razones fácticas que llevan a la adopción de estas políticas. En 
este sentido, no puede dejar de mencionarse que la información -siempre y en todo tiempo relevante- ha 
adquirido en la actualidad una importancia tal que ha pasado a considerarse como activo de las empresas; 
importancia que se multiplica si se piensa en el desarrollo de las tecnologías, que han posibilitado, por un 
lado, el almacenamiento de volúmenes de información como nunca antes se había verificado y, por otro, la 
creciente interconectividad entre redes publicas y privadas que exponen a las empresas a un número también 
creciente de amenazas a la protección de dicha información: fraudes, espionaje, sabotaje, vandalismo. Basta 
con ver las noticias internacionales, el caso de wikileaks y un montón de situaciones que no son de la ficción. 


Con la protección de la información -independientemente del medio en que se encuentre almacenada- se 
procura contribuir a asegurar la continuidad del negocio y minimizar los daños que pudieran materializarse. 
Desde esta perspectiva, no puede confiarse únicamente en que la cultura y los procedimientos habituales - 
otrora eficaces para la protección de la información en un mundo más simple- sigan siendo igualmente 
idóneos hoy; por el contrario, a las herramientas técnicas que puedan emplearse deben sumarse la gestión y la 
elaboración de normativas. 


En ese orden, una vez constituido el Comité de Seguridad de la Información y con un criterio de 
participación que involucró a todas las áreas de Ancap, se trabajó en la formulación de un proyecto para la 


implantación de un Sistema de Gestión de Seguridad de la Información. 


Dicho proyecto estuvo estructurado en dos fases. La fase I tuvo y tiene por objeto la definición y difusión de 
las políticas de seguridad de la información, aplicables a toda la empresa. La fase II tuvo por objeto la 
implantación completa de un sistema de gestión en seguridad de la información en un área piloto de Ancap, a 
fin de adquirir la experiencia necesaria. 


Con el propósito de contar con conocimiento experto, se convocó a una licitación, en la que se seleccionó al 
Consorcio CPA/Ferrere- Datasec, a los efectos de asesor a esta Comisión. 


La ejecución del referido proyecto tuvo comienzo en marzo del 2013 y, como parte de la fase 1 -el 3 de 
octubre de ese año-, el directorio adoptó una resolución mediante la cual aprobó el Manual de Políticas de 
Seguridad de la Información. Asimismo, autorizó al secretario general a aprobar los procedimientos que 
fueran requeridos como desarrollo de las políticas elaboradas. Dicha resolución, N” 1483/11/2014, adoptada 
por el Directorio con fecha 6 de noviembre de 2014, aprobó específicamente dos políticas más, que se 
agregan al antes mencionado manual. 


El mencionado manual desarrolla, en 66 páginas -además de la política general ya referida párrafos arriba-, 
una serie de trece políticas. A saber: política de gestión del riesgo de la seguridad de la información; de 
gestión de incidentes; de organización de la seguridad; de clasificación, etiquetado y tratamiento de la 
información; de uso aceptable de medios tecnológicos; de seguridad de la Información ligada a las personas; 
de seguridad física y áreas seguras; de gestión de las comunicaciones y operaciones; de control de acceso, 
etcétera. 


Entre ellas, precisamente, la política de organización de la seguridad de la información prevé, como una de 
sus medidas de mitigación del riesgo, la firma de acuerdos de confidencialidad con los integrantes de la 
organización. En efecto, la página 22 del mencionado manual dice: "Es política de ANCAP que se 
establezcan acuerdos de confidencialidad/requisitos de seguridad con proveedores y funcionarios a los 
efectos de velar en todo momento por la seguridad de la información. Los mismos deberán ser revisados en 
forma anual para garantizar su efectividad". 


En consecuencia, siendo la mencionada política una norma aprobada por el directorio y estando el secretario 
general -como se ha dicho- facultado para aprobar los procedimientos de desarrollo e implementación de las 
políticas, se aprobó por parte de este el documento denominado "Declaración de Confidencialidad de la 
Información", a través de dos resoluciones dictadas por el secretario general -en ejercicio de atribuciones 
delegadas-, con fechas 3 de noviembre de 2014 y 23 de febrero de 2015, con la previa validación del Comité 
de Seguridad de la Información. 


El deber de reserva en la función pública es un principio básico del Derecho Administrativo. En lo interno y 
específico, Ancap cuenta con dos normas contenidas en el Reglamento de Sanciones, anteriores a este 
reglamento. Se trata de los artículos 55 y 56, que se refieren a "Faltas contra la reserva administrativa", que 
sancionan la conducta de aquellos que sin expresa autorización y utilizando medios públicos de divulgación, 
revelaren, información relativa al organismo; y la de aquellos que, con abuso de sus funciones, revelaren 
hechos, informaciones o difundieren documentos que debieran permanecer reservados. 


En consecuencia, el documento denominado "Declaración de Confidencialidad de la Información" no trae 
ninguna novedad, en sustancia, sino que constituye la formalización de un deber, del conocimiento de ese 
deber; y de un compromiso que se asume con su suscripción, formalización que en el marco del proyecto que 
se ha referido implica la consecución de un hito, al dejar implementada con ello una medida de mitigación de 
un riesgo cierto. 


En suma, se ha referido el marco y el contexto dentro del cual se dio aprobación al documento objeto del 
pedido de informes mencionado al inicio, y se ha dado cuenta de la legitimidad formal y de fondo de la 
solución implantada. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Creo que la descripción que han 
hecho el señor Coya y el doctor Brum con respecto al proceso y al proyecto llevado adelante en torno a 
la política de seguridad en la información ha sido abundante y clarificador. 


Con respecto a los otros temas muy importantes planteados por el señor diputado Abdala, quisiera hacer una 
breve reflexión. 


Por supuesto que los resultados de Ancap son importantes, porque lo es el manejo de la energía de este país 
en un sentido integral, que impacta directamente en lo que es el bienestar de los ciudadanos y en lo que es el 
desarrollo de la industria y la evolución de la economía. De manera que el tema de Ancap está inmerso en 
otro aún más global: el de la energía que, a su vez -huelga que lo diga-, es critico en el mundo, porque las 
cadenas y los sistemas de producción y la economía del mundo se han complicado altamente en los últimos 
años; asimismo, la forma de comerciar y de producir en el mundo cambiaron. La forma de producir energía 
ha tenido que cambiar porque la población del mundo ha aumentado y ello ha determinado que todos los 
sistemas de energía hayan sufrido un estrés. Eso ha dado lugar al desarrollo de tecnología alrededor de las 
energías renovables, a una creciente preocupación en el cuidado del medio ambiente y respecto al cambio 
climático que asuela al mundo y, según las regiones, los planes de desarrollo de producción de energía 
contemplan el impacto en el cambio climático. En este marco, todo lo que tenga que ver con la energía y, en 
particular, lo que compete a Ancap, no solo es tema de preocupación, sino de ocupación de todo el Uruguay, 
como corresponde a una empresa pública. 


En este marco y con esta comprensión del papel de la energía en las nuevas formas industriales y en el 
crecimiento sostenido del Uruguay -lo que ha tenido que ver con el aumento del consumo y del desarrollo 
industrial- se ha desarrollado una estrategia alrededor de los temas de energía que ha pasado por cambios en 
la matriz energética y en la interna de Ancap, como por ejemplo la introducción de los biocombustibles, que 
impacta directamente en el medio ambiente. Todo lo que tenga que ver con los resultados de Ancap y con su 
forma de gestión siempre debe preocuparnos y ocuparnos porque, son temas de futuro y van a impactar 
directamente en el crecimiento de Uruguay, en el cambio de la matriz productiva y en su ampliación. 
Además, por sus dimensiones, Ancap es la empresa más importante del país; como ustedes saben, el año 
pasado cerró con una facturación de unos US$ 3.500.000.000, que es mucho dinero en cualquier lugar del 
mundo. Todo esto comprende temas de larga data que deben ser modificados; existía una falta de inversiones, 
no de 2 o 3 años sino de decenas de años, lo cual, en empresas de un área crítica en el mundo y en el Uruguay 
como es la energía donde la tecnología es cada día más importante, tiene consecuencias trascendentes. Hace 
decenas de años que no se invertía en muchas áreas de Ancap y eso se encaró. 


Creo que el reperfilamiento, la reestructuración y la racionalización son temas que no se van a ir de la agenda 
de Ancap, porque es una empresa muy grande en un área muy estratégica y sensible en el Uruguay y en el 
mundo. Esta empresa tiene un rol muy importante en Uruguay, como lo ha demostrado, y lo va a seguir 
teniendo. 


Quiero aclarar que ningún ministerio se propone intervenir Ancap según la acepción normal de la palabra, 
pero todos nos proponemos trabajar, como equipo, con la empresa. Hace al menos seis años que el equipo de 
deuda del Ministerio de Economía y Finanzas trabaja con Ancap en el reperfilamiento, el manejo y la gestión 
de la deuda de la empresa. Obviamente, no son temas que se resuelvan de un día para otro. Además, son 
temas de gestión constante y de ingeniería financiera que se seguirán llevando adelante. Al respecto, creo que 
se viene trabajando muy bien; así me lo han expresado Ancap y el Ministerio de Economía y Finanzas, pero 
es un trabajo que deberá continuar. Por supuesto, como cualquier empresa, Ancap debe tener mayor cuidado 
en los gastos operativos y, por ello, adherimos absolutamente a las declaraciones del director Juan Gómez en 
el sentido de que tiene que haber más racionalidad, como en cualquier empresa, sobre todo en una tan 
importante para el país. 


Ancap ha tenido un avance porque ha realizado inversiones y obras que estaban pendientes y que necesitan 
tiempo para dar frutos, que se podrán ver en rentabilidad directa, en la posibilidad de que la compañía siga 
existiendo -como la planta desulfurizadora-, en la incorporación de temas relativos al medio ambiente -como 
ocurre con los biocombustibles-, en el agregado de valor en el proceso productivo del país o en la generación 
de demanda de capacidades y de investigación tecnológica. 


Hay que tener en cuenta que a veces, en algunas áreas, hay que invertir sin tener una rentabilidad directa; no 
estoy diciendo que ese sea el caso de todas las inversiones de Ancap, pero en alguna de ellas el retorno de 


inversión no solo se mide en facturación de forma inmediata. 


A continuación, quisiera que el presidente Coya se expresara sobre la coordinación de inversiones. 


SEÑOR COYA (José).- Aclaro que voy a responder muchas de las preguntas del señor diputado Pablo 
Abdala, pero también voy a ceder el uso de la palabra para que dos técnicos hagan referencia a temas 
mucho más concretos. 


He concurrido unas cuantas veces a esta Comisión y creo haber dado cuenta de algunos criterios sobre los 
análisis de los balances y en general de la situación económico-financiera de Ancap, como de cualquier 
empresa. Voy a empezar por ahí. 


Esta fotografía del 31 de diciembre de 2014 será diferente si la miramos el 30 de diciembre de 2014 o el 1* de 
enero de 2015; pero para analizarla resulta absolutamente indispensable considerar el contexto, es decir, los 
antecedentes inmediatos, los que no lo son tanto, como las inversiones, y el futuro, o sea, todos estos meses 
posteriores al 31 de diciembre de 2014. 


Ancap es compleja en su esencia y por la cantidad de negocios que maneja; por supuesto, para el país es 
importante la facturación que tiene, pero son todavía más importantes las industrias pesadas que maneja, las 
que manejaba desde siempre y las que comenzó a manejar desde hace muy poco. El Directorio que asumió en 
2005 tuvo que ocuparse de dos cosas. La primera, tomar la situación como venía, porque había una necesidad 
de reperfilamiento financiero y económico absolutamente indispensable. Hasta el año 2007 se trabajó sobre 
la base de mejorar los antecedentes de la empresa en los años anteriores. Por supuesto, hubo una crisis en el 
Uruguay y surgieron problemas específicos en Ancap; con esto no estoy criticando a nadie, sino señalando 
que teníamos una situación compleja y que durante tres años se trató de mejorar y estabilizar la empresa en 
esos términos. Cuando hablo de reperfilamiento y de cancelación de pasivos me refiero al endeudamiento de 
Ancap con terceros proveedores, con préstamos leoninos a tasas de interés absolutamente fuera de lugar, que 
en algunos casos tratamos de cancelar y en otros de reperfilar. Comenzamos el acuerdo comercial con Pdvsa 
en agosto de 2005; entonces recibimos el primer cargamento y comenzamos a percibir el beneficio del 
financiamiento a partir de ese momento. Ese dinero, que comenzaba a ser parte del endeudamiento que tiene 
Ancap hoy sirvió, entre otras cosas, para cancelación y reperfilamiento de pasivos y algunas cosas más. 
También sirvió para soluciones muy buenas en ese momento: compramos Texaco, y esa inversión ha tenido - 
lo podemos probar rotundamente- un beneficio muy importante para Ancap. Desde el punto de vista de la 
estructura económica y de financiamiento teníamos una situación complicada, y por ello había que ocuparse 
durante al menos tres años. 


El otro hecho relevante era la estrategia, el plan, el qué hacemos con Ancap. Reitero que estoy hablando de 
los años 2005 a 2007. Nos insumió mucho tiempo, pero tomamos una decisión respecto de las industrias 
principales de Ancap: la primera, los combustibles; la segunda, el cemento; la tercera, en función de los 
lineamientos estratégicos del Gobierno sobre la política energética, los biocombustibles, y la cuarta, una 
suerte de incursión en la interna de la empresa para tratar de mejorar las condiciones de gestión y de trabajo. 
También había que tener en cuenta lo medioambiental, porque en las industrias pesadas de Ancap había un 
dilema: en esa época a nadie se le ocurría cerrar la refinería, pero había que trabajar para convertirla en lo que 
es hoy; de lo contrario, efectivamente, tendría que cerrar 


Además, los otros negocios de Ancap, las empresas vinculadas al cemento y las plantas también estaban con 
la puerta prácticamente cerrada y la opción era cerrarla del todo o invertir en ella y soñar con un futuro 
diferente para esos negocios y para la empresa, para el Gobierno y para el país en general. La decisión sobre 
el plan fue clara: no cerramos nada. Hicimos inversiones cuantiosas, que requirieron recursos materiales 
importantes y que comenzaron a ejecutarse y finalizaron prácticamente en su totalidad durante el período 
2008 a 2014. Esa ejecución de inversiones en la planta desulfurizadora, en el cemento y en los 
biocombustibles, no solo es estratégica para el Uruguay, sino para el pensamiento de todos nosotros como 
directores o como gerentes de Ancap, porque cuando uno piensa en energía y en desarrollo no puede 
planificar para un día, sino para muchos años. Se deben tomar decisiones en el momento correcto, como en el 
caso de la planta desulfurizadora, que tenía básicamente un plan maestro para renovar la refinería desde el 
2001, 2002, 2003 o 2004 -el señor diputado Abdala se acuerda porque en esa época era director de Ancap- y 
no se había hecho absolutamente nada. De alguna manera, tuvimos la necesidad de establecer un plan 
estratégico para que la empresa tuviera un rumbo; se podrá discrepar si el plan era bueno o malo. 


Además, la ejecución de las inversiones 2008 a 2014, básicamente, estuvo en un contexto de precios de 
petróleo muy elevado. Como recuerdan, hubo un año en que bajó mucho pero, normalmente, estuvo por 


encima de los US$ 100. Ese contexto, con el valor muy caro del petróleo, generó a Uruguay un escenario 
complicado para realizar los ajustes de las tarifas. Quiero ser claro en este aspecto. 


Voy a hablar del ajuste de las tarifas de los combustibles a nivel local; acá no tiene nada que ver el pórtland y 
el resto de Ancap, porque eso figura en otros carriles y va de la mano del desarrollo de los negocios por otro 
lado. En ese contexto de precios altos y de ajustes complicados de tarifas, Ancap -durante el período 2011 a 
2014- hizo una contribución al sistema en general y por los intereses superiores del gobierno nacional de US$ 
800.000.000. Esta contribución estuvo vinculada con cuatro o cinco cosas importantes. Las más importantes 
refieren al no reconocimiento de algunos de los costos vinculados con los precios de los combustibles y que, 
por esos intereses superiores del gobierno nacional, no fueron volcados a las tarifas. 


También hay que tener en cuenta el costo de distribución que, durante cuatro años corridos, no fue volcado a 
las tarifas en el ciento por ciento, como debió hacerse. Debemos destacar algunos de los costos de Ancap, los 
costos financieros -porque empezaron a ser importantes a partir de 2009- y algunos costos relacionados con 
las dos variables principales: el crudo y el tipo de cambio. Quiere decir que eso no fue reflejado en las tarifas 
durante algún tiempo en estos cuatro años. Inclusive, hubo un año en que eso fue reconocido a punto tal que 
Ancap recibió algún beneficio por esa razón. Eso sucedió durante cuatro años. Por lo tanto, me pregunto qué 
empresa puede soportar no tener incluido en sus costos US$ 800.000.000 durante cuatro años; es imposible. 


El señor Diputado Abdala hablaba del margen bruto. Me interesa mucho la expresión que utilizó porque es 
parte de este problema y de la explicación. El señor Diputado dice que el margen bruto bajó en 2014. Eso fue 
así porque el ajuste fue en enero de 2015 y en 2014 mantuvimos esta misma situación que estoy tratando de 
relatar. Por lo tanto, desde el punto de vista de las tarifas y de su composición, la situación era problemática. 


La razón principal -desde el punto de vista del margen, como bien mencionaba el señor Diputado Abdala- 
tiene una lógica absolutamente clara. Cuando hablo de que desde 2011 a 2014 no se incluyeron esos US$ 
800.000.000 en los costos de Ancap, digo que la primera línea del balance de la empresa -el margen bruto- 
cayó a menos del 50%. Desde 2005 a 2010, promedialmente -estudiamos los números a pesos constantes-, el 
margen bruto de Ancap estuvo entre $ 8.000.000.000 y $ 9.000.000.000. Eso implicaba que su primera línea 
de resultado fuera muy buena. Su segundo resultado también era positivo y, normalmente, cubría todos sus 
costos. 


A partir de 2011, el margen bruto se cae a menos del 50%, esto es, entre $ 3.000.000.000 y $ 4.000.000.000, 
en moneda constante. Entonces, la pregunta es por qué cayó. La explicación es la que acabo de dar: hay US$ 
800.000.000 de transferencia de costos de 2011 a 2014 que no fueron incluidos en las tarifas. Por 
consiguiente, el margen bruto comienza a cambiar. Por eso decía que las fotografías tienen un antes y un 
después; tienen un antes el día anterior y un después el día posterior. Cuando ajustamos las tarifas el 8 de 
enero de 2015 todo este tema se corrigió. Al corregirse la proyección para Ancap de 2015, básicamente, 
volvió a recomponerse el margen bruto entre $ 8.000.000.000 y $ 9.000.000.000 en moneda constante. Sé 
que hubo expresiones públicas que no contesté y que casi nos idiotizan por tener la panadería vendiendo por 
debajo de los costos de la fabricación del pan. 


Todo esto refiere al aspecto operativo y que preocupa al señor Diputado Abdala; sin embargo, ya lo expliqué 
varias veces en esta Comisión. A mí me preocupa mucho más el tema operativo que la famosa diferencia de 
cambio. En realidad, la raíz del problema no está en la diferencia de cambio sino en el trabajo esencial de 
nuestra gente, que produce para beneficio del país y de la empresa. Eso es lo que no estaba sucediendo. 


Lo que comenté fue la primera medida del plan que comenzó en octubre de 2014; hay una serie de medidas 
más que no voy a relatar yo sino los técnicos que hoy nos acompañan. La más importante fue la que se tomó 
en enero; la segunda y tercera están relacionadas con la deuda, como mencionaba el señor Diputado Abdala. 
Por supuesto que no quito ninguna importancia al endeudamiento sino que le doy la trascendencia que se 
merece. También digo que había que tomar una decisión: hacíamos las inversiones o cerrábamos. 


Quiero hablar de la coordinación de las inversiones porque es un tema que viene desde hace muchos años. 
Como decía la señora ministra, la coordinación con la oficina de deuda viene del primer gobierno del doctor 
Tabaré Vázquez, cuando el señor Ministro de Economía y Finanzas era el contador Astori y la encargada de 
la Oficina era la economista Arbeleche, con quien tuvimos una muy buena relación; trabajamos en muchos de 
los temas relacionados con la deuda de Ancap y con la cancelación con PDVSA. 


Quiero detenerme en el endeudamiento que generó la diferencia en el cambio. Si bien el señor Diputado 
Abdala mantiene que esto es un eufemismo, debo decir que hay muchos actores que dijeron que este era un 
tema importante para Ancap; el tema es la posición pasiva en dólares que tiene la empresa. El resultado final 
y su explicación dice que US$ 152.000.000 de esos US$ 323.000.000 corresponden a la diferencia de 
cambio. Creo que hasta el diario "El País" pone esto en primer lugar en un decálogo que hace sobre cuáles 
son los problemas que tiene Ancap. Me alegra que por fin alguien reconozca esto. 


El señor Diputado Abdala también habló de la renovación de las líneas de crédito como un problema. 
Parecería que renovar un crédito con un banco o con una institución financiera fuera un problema; eso no es 
así y no provoca mayor endeudamiento. Lo aclaro porque, hasta ahora, las renovaciones de nuestros 
préstamos de corto plazo no solo fueron mejores en su refinanciación sino que no aumentaron el 
endeudamiento; sirvieron para renovar los plazos, las tasas y los costos. 


El señor Diputado también hizo referencia al bono y dijo que no teníamos nada. Debo decir que nuestro 
trabajo sobre el tema del bono tenía dos objetivos bien claros, que planteamos en la Comisión. Uno, refería a 
la necesidad de Ancap de participar en un mercado donde no hay ninguna empresa pública; hablo de algún 
mercado internacional que puede ser muy importante para el Uruguay y para Ancap en particular. Por lo 
tanto, seguimos manteniendo la misma consideración de la estrategia acerca de la posibilidad de salir con un 
bono internacional. Por supuesto que el trabajo previo para salir con un bono es muy arduo y, al respecto, 
estamos coordinando esfuerzos con el Ministerio de Economía y Finanzas; este es otro ejemplo de las tareas 
de la oficina de deuda. De hecho, se promovieron dos o tres decretos para ayudar a Ancap -o cualquier otra 
empresa pública- a que pueda salir al mercado internacional de bonos. De hecho, el balance consolidado de 
Ancap se confecciona de acuerdo con las normas internacionales correspondientes. Por lo tanto, sigue en pie 
la estrategia de salir con un bono; de todos modos, hay que buscar la mejor oportunidad. Actualmente, no 
estamos en condiciones de salir al mercado, y eso hay que reconocerlo. 


El señor Diputado Abdala preguntaba por la deuda con Venezuela. Coincido con la cifra que dio, que viene 
de marzo de 2012 a la fecha porque fue el límite que tuvimos cuando hicimos la cancelación anterior. 
Estamos hablando de alrededor de US$ 480.000.000, incluyendo los intereses de larguísimo plazo: quince 
años, dos de gracia y un 2% anual. Reitero: ese es el mejor financiamiento que puede tener no solo Ancap 
sino el Uruguay entero. No existe otro financiamiento parecido en términos de beneficio que este que 
logramos nosotros durante cada uno de los acuerdos comerciales que firmamos en estos nueve años con 
PDVSA, en el marco del acuerdo Uruguay-Venezuela, de Caracas. 


El señor Diputado Abdala habla de la obligación de comprar. En realidad, el procedimiento de compra de 
petróleo de Ancap sigue intacto. Se trata de una licitación pública internacional en la que se manifiestan los 
intereses de PDVSA y del resto de las empresas para vendernos petróleo. Sucede que las características del 
petróleo para producir asfalto u otros destilados y las razones obvias del financiamiento ayudan a que 
PDVSA, en esa competencia con el resto del mundo -los precios de PDVSA son internacionales; nadie nos 
regala nada-, gane la licitación. Es cierto que esos acuerdos comerciales firmados y honrados durante los 
nueve años que fueron renovados siguen en pie. Como bien decía el señor diputado Abdala, el anterior venció 
el día de ayer y el siguiente aún no se ha renovado. Eso nos ha ocurrido prácticamente en los últimos dos o 
tres años; renovamos los acuerdos comerciales en los meses de julio o agosto. 


Seguimos trabajando con Venezuela, que tiene algunos problemas de volúmenes. De hecho, los acuerdos 
comerciales que hemos venido renovando han sido por menores volúmenes que al principio. Nosotros 
contemplamos la situación en función de que los volúmenes le sirvan a Ancap. Mientras sea así, seguramente 
seguiremos comprando a PDVSA. 


El acuerdo comercial no está cerrado, pero esperamos poder hacerlo en los próximos días. ¿En qué 
condiciones? Exactamente en las mismas que tenemos hoy. Cancelamos una deuda a fines de 2012 y lo 
renovamos en las mismas condiciones. Seguramente, trataremos de cancelar la nueva deuda con PDVSA en 
forma anticipada y renovaremos el contrato comercial en las mismas condiciones. 


El diputado Abdala también se refirió a la capitalización a las subsidiarias, el año pasado, por U$S 
80.000.000, y mencionó a Alur. Esta empresa fue capitalizada con USS 30.000.000, luego de un proceso que 
se llevó adelante, básicamente, durante todo el año, como adelantos de productos a lo largo del tiempo. Esto 
sucedió durante el año 2014 y se decidió la capitalización al final. Eso fue así; sucedió ese año. La pregunta 
es por qué lo hicimos. Quiero dar una explicación que tiene que ver con nuestro socio en Alur, que es 


PDVSA, cuya participación estaba prácticamente diluida y se iba a diluir aún más con esta capitalización. 
Contemplando el endeudamiento que tenía Ancap con PDVSA desde el año 2007, optamos por hacer la 
capitalización combinada con PDVSA, de manera que PDVSA en lugar de tener el 6% y diluirse a menos 
quedara con el 9%. Eso es parte de los acuerdos privados de la empresa, en este caso con Alur. 


También se nos preguntaba por el incremento de los precios. 


(Interrupción del señor Representante Abdala) 


Sí, enseguida se le dará el resto de la explicación, que tiene que ver con gastos de administración y 
ventas y algunas otros puntos. 


En cuanto al incremento de los precios, efectivamente, en el mes de enero de este año, se llegó a un acuerdo 
con respecto a dicho aumento. Digo "acuerdo" porque al fin del día Ancap propone, pero el Poder Ejecutivo 
es el que aprueba el aumento o la disminución de los precios del combustible. Recordarán que el 10 de 
febrero estuvimos en la Comisión Permanente y al respecto dijimos varias cosas. La primera de ellas fue que 
para el ajuste de las tarifas habíamos utilizado varios criterios diferentes a los que en general se venían 
manejando. 


El más importante y que ya relaté al principio de mi intervención es que se acordó -reitero las palabras del 
exministro de Economía y Finanzas Mario Bergara- sincerar los costos que no estaban incluidos en la 
paramétrica de Ancap sobre las cifras que mencioné. Eso se hizo. Fue el primer criterio. Dije en la Comisión: 
ajustamos, actualizamos y proyectamos los costos, salvo las dos variables principales, que son el crudo y el 
tipo de cambio, que serían pasibles de la actualización correspondiente, pero sobre todo de la revisión 
trimestral. Ese fue el segundo criterio: dijimos que trimestralmente íbamos a revisar o a analizar las tarifas. 
No pusimos ninguna regla, no dijimos que al cabo de los tres meses, después de ver el promedio y 
determinada la regla, más menos el 5%, íbamos a ajustar. No dijimos eso. Dijimos que cada tres meses 
íbamos a analizar las dos variables principales. 


El tercer criterio fue que el ajuste de los precios de enero de 2015 iba a ser diferencial en cuanto a los 
productos. Y así fue. La rebaja fue mayor para el gasoil, menor para la gasolina y la rebaja general fue 
promedio para el resto de los productos. Además, incluimos un criterio que tiene que ver con un punto que 
ustedes advertirán también en las explicaciones que darán nuestros técnicos sobre el subsidio del supergás, 
que decidimos comenzar a analizar. El criterio fue no bajar el precio de supergás. 


Básicamente, esos fueron los criterios que se utilizaron en enero de 2015. 


¿Cuál es el análisis que se hace para los variables principales respecto de la posibilidad de ajustar las tarifas? 
Voy a hacer un relato muy corto; quiero ser gráfico para que se entienda. Cuando ajustamos, en enero, el 
barril costaba U$S 60. Los precios del trimestre anterior -los digo de memoria, sin ir a los centavos, porque 
no lo recuerdo- eran los siguientes: octubre, U$S 87; noviembre, U$S 74; diciembre, U$S 62. Nosotros 
ajustamos a U$S 60 porque no hicimos ningún promedio, obviamente, porque revisamos la tendencia del 
crudo a la baja y porque la proyección de los analistas avezados -creo que teníamos treinta y seis- daba ese 
promedio de U$S 60. Son analistas avezados pero, en realidad, nadie sabe lo que puede pasar mañana con el 
valor del crudo; de manera que, el análisis es muy teórico. La tendencia de los tres meses era esa, las 
proyecciones de los siguientes tres meses eran esas y nosotros tomamos la decisión de poner el valor del 
crudo en la paramétrica en U$S 60. No fue 62, ni 74 ni 87. Fue U$S 60, porque la lógica de la compra de la 
logística del crudo, de la producción de los productos lleva tres o cuatro meses. Entonces, no es viable tomar 
el precio del crudo del último día o del día anterior. Sí es viable hacer un análisis de esta naturaleza, mirar la 
proyección y el futuro, obviamente, en la medida en que se pueda. Eso ocurrió con el crudo en enero. 


¿Qué ocurrió con el tipo de cambio? Esa es otra historia. El análisis es distinto. Tampoco es promedio. El 
análisis del tipo de cambio que utiliza Ancap es casi diario, es casi el actual, por la sencilla razón de que 
recaudamos en pesos y, necesariamente, todos los días tenemos que salir a comprar dólares, entre otras cosas, 
para poder pagar los cargamentos de crudo. Obviamente, ese es un análisis mucho más cercano a la realidad 
que tenemos y, por supuesto, a la proyección siguiente. En la paramétrica consideramos el tipo de cambio a 
24,30 y el día 30 de diciembre estaba a 24,33. De manera que prácticamente estábamos manejando números 
actualizados. 


¿Qué hicimos en marzo? Parece que todo bajó y nosotros no bajamos el combustible. Efectivamente, la 
tendencia del crudo -vuelvo a tratar de ser gráfico- era a la baja. Reitero las cifras: en octubre, U$S 87; 
noviembre, U$S 74; diciembre U$S 62; enero, U$S 48. Como bien ser recordaba, el 10 de febrero vine a la 
Comisión Permanente y cuando se me preguntó qué iba a pasar en abril, respondí que si la tendencia se 
configuraba en esos promedios, obviamente, habría una rebaja. Tendríamos que haber revisado el tipo de 
cambio en su momento, pero de acuerdo a la variable crudo, evidentemente, iba a ser así. ¿Qué ocurrió con el 
crudo? Ustedes conocen la volatilidad del producto y del precio: en febrero el precio se fue a USS 58 y en 
marzo a U$S 56. ¿Cuál fue la trayectoria del crudo a partir de enero y hasta marzo? Fue, claramente, al alza. 
¿Y cuáles eran las proyecciones que tenía Ancap para los próximos tres meses, de acuerdo con sus treinta y 
seis analistas? Era de entre USS 60 y USS 65. Por lo tanto, desde el punto de vista del crudo, obviamente, 
Ancap, parado en un análisis de esta naturaleza, lo iba a dejar ubicado en U$S 60, conociendo cuál había sido 
la trayectoria anterior y tratando de conocer cuál era el dilema de los tres meses siguientes. 


En realidad, el tipo de cambio ya estaba un poco por encima de lo que nosotros habíamos considerado, 24,30, 
y así quedó. 


¿Cuál es el análisis que tenemos que terminar de hacer? Aclaro que estamos haciendo un análisis. En el 
Directorio de Ancap no tomamos ninguna decisión. Inclusive, el Directorio todavía no ha tenido un debate 
sobre las tarifas y, por supuesto, tampoco se lo ha trasladado a la señora ministra. Por lo tanto, el Poder 
Ejecutivo no tiene ninguna propuesta de Ancap, dado que todavía no tenemos una definición sobre el análisis. 
Los números están ahí, tanto del tipo de cambio como del crudo. No voy a hacer ahora el relato gráfico de 
esto, pero está absolutamente claro cuáles son los números. 


Por último, quiero referirme a otro punto. Sé que el señor diputado Abdala no preguntó sobre este tema, pero 
me tomo la libertad de incluirlo dado que me preocupa, ya que se hizo público y porque va de la mano del 
trabajo de nuestra gente y del régimen de trabajo que hay en las industrias pesadas de Ancap. Este es el único 
asunto sobre el cual he respondido públicamente, pero también quiero hacerlo en esta Comisión, para que 
quede en la versión taquigráfica y se entienda definitivamente de qué estamos hablando cuando nos referimos 
a las horas extras de Ancap. 


El señor senador Lacalle Pou, en una entrevista en el canal 12, señaló -por supuesto, dando un mensaje, 
porque esto no es inocuo- que en el año 2014 las horas extras de Ancap fueron 1.600.000. Dijo, además, que 
estaba tan sorprendido que había pensado que era un error, pero que, efectivamente, no lo era. Palabras más, 
palabras menos, eso fue lo que dijo el senador Lacalle sobre las horas extras en Ancap. 


Mi respuesta -que también quiero dar acá, para que quede claro y conste en la versión taquigráfica- es que se 
equivocó: las horas extras en Ancap no son 1.600.000. Seguramente, leyó este dato en una información 
interna de Ancap, que le debe haber aportado el director nacionalista -no estoy abriendo juicio sobre el 
director Labat, porque tiene todo el derecho y toda la responsabilidad de hacerlo-, quien, sin duda, 
desconocía, al igual que el doctor Lacalle, el régimen de trabajo en Ancap y el pago de la nocturnidad en el 
empleo público, que rige por lo menos desde que entré en Ancap, creo que en el año 1980. Está claro que esto 
es absolutamente transparente. 


Las horas extras de Ancap son entre 650.000 y 700.000. En esa cifra de 1.600.000 que figura en la 
información interna de Ancap se incluyen 855.000 horas nocturnas. El régimen de trabajo de Ancap se 
desarrolla los 365 días al año, 24 horas al día, en tres turnos. La gente trabaja en turnos variables. Su 
descanso no es los sábados y domingos, como en el caso de algunos de nosotros -me incluyo-, sino los lunes 
y martes, o jueves y viernes, en fin, diferentes días. Además, rotan en distintos turnos de trabajo: de 6 a 14; de 
14 a 22; de 22 a 6. Cuando nuestra gente, más de doscientas personas, trabajan en el turno de 22 a 6, hacen 
estas 855.000 horas nocturnas, que representan más de la mitad del 1.600.000 que se declaró en la prensa. De 
manera que se desconoce el régimen de trabajo en Ancap; se desconoce que hay más de doscientas personas 
que trabajan en turnos integrales rotativos, que cuando hacen ese turno nocturno, entre las 22 y las 6, reciben 
una compensación de 25% más, que rige desde hace muchísimos años, y que no es hora extra; ellos trabajan 
ocho horas, pero en el turno de 22 a 6. Por lo tanto, más del 50% de esa declaración no es cierta, es 
equivocada y es porque no se conoce el régimen de trabajo en Ancap, pero tampoco se conoce el pago por 
nocturnidad, porque estaba escrito perfectamente: "horas nocturnas: 855.000 horas". Por ende, el mensaje - 
reitero: no es inocuo- que se quiso dar es: en Ancap hay 1.600.000 horas extras; habrá que investigar. 


Creo que hay que controlar todo y me parece muy bienvenido que todo sea así, pero hay que tener cuidado 
con la información porque roza, de alguna manera, los intereses particulares del trabajo de nuestra gente y 
eso, por supuesto que personalmente, pero mucho más como presidente de Ancap, me preocupa. 


Esto es lo que, fuera del contexto de las preguntas que me han hecho en esta comisión, quería dejar sentado. 
Y voy a pedir a la señora ministra y al señor presidente, la autorización para que los técnicos que fueron 
nombrados puedan dar las explicaciones, muchas de las que yo no di y otras de las que seguramente me 
olvidé. Muchas gracias. 


SEÑOR ALBIRDI (Uber).- Me tengo que presentar porque fui de los que, sin querer, el señor 
presidente se olvidó mencionar. 


Mi nombre es Uber Albirdi, soy el gerente de Servicios Compartidos, donde se reportan 7 gerencias y 2 áreas 
menores, y una de estas gerencias es la Económico-Financiera, de la que estoy a cargo. 


El balance fue aprobado en la sesión del directorio del 18 de junio. El auditor lo firmó el 24 de junio, unos 
días después, porque no estaba en el país y lo firmó sin observaciones, lo que los contables llaman "limpio". 
No hay observaciones; hay notas en cada una de las descripciones del balance. Luego, el balance se envía al 
Tribunal de Cuentas y, desde este lunes, está publicado en al página de Ancap. 


Somos una empresa pública y nuestra moneda funcional es el peso; hablamos de dólares por una cuestión de 
entendimiento, pero está expresado en pesos. 


Voy a hablar de dos temas: de causas de los resultados y de las acciones que está llevando a cabo la empresa 
para salir de esta situación. 


Vinculamos las causas en tres aspectos: política tarifaria, impacto por la diferencia de cambio relacionado 
con el endeudamiento y gestión unida a la racionalización de los costos. 


El control de la inflación fue y es uno de los principales desafíos de la política macroeconómica en el corto 
plazo. En el período 2011-2014, el orden de prioridad del Gobierno fue el control de la inflación; a partir de 
enero de este año, el orden de prioridad de hoy es el control del déficit fiscal; pero estamos viendo el año 
2014. 


La aceleración de los precios al consumo fue, en gran parte, impulsada por la inflación en bienes tranzables y 
no tranzables. Esta tendencia se explicó, principalmente, por el aumento de los precios internacionales y el 
aumento sostenido de la demanda, buscando contener las presiones inflacionarias y, en forma 
complementaria, por las acciones de política monetaria adoptadas por el Banco Central en que el Gobierno 
moderó los ajustes en algunas tarifas y precios administrados. Es decir que si miramos las gráficas, los 
precios tranzables y no tranzables se ubicaban alrededor del 9%, y los administrados eran los que contenían 
la inflación. 


El manejo de las tarifas y, en particular, la devolución de los precios administrados, es la que más ha incidido 
en la desaceleración del IPC -Indice de Precios al Consumo-, ya que los restantes precios depurados de los 
factores volátiles han mostrado un comportamiento similar. 


Necesitaría explicar los resultados del período 2005-2014 para entender el 2014. En el mismo período en que 
la demanda interna de combustible aumentó un 40% -es decir si en el año 2005 vendíamos 100, a finales de 
2014 vendimos 140-, tenemos que el resultado bruto, sin considerar las amortizaciones, se comportó de 
diferente manera. En el período 2005-2010 -estoy tomando 6 años; en el período 2011-2014 tomo 4 años-, 
tuvimos un ingreso promedio, a pesos constantes -podemos comparar un período con el otro- de $ 8.654.000. 
Si a eso le llamamos 100, cayó a 43 en el promedio 2011-2014, o sea que cayó un 57%, es decir que cayó a 
valores de $ 3.705.000. 


El Ebitda -que es el resultado operacional bruto, es decir, lo que miraríamos en cualquier empresa para ver 
cómo va la salud de la empresa- fue positivo en el período 2005-2010 y fue negativo en el período 2011- 
2014. Eso nos obligó a tomar endeudamiento de corto plazo de alrededor de US$ 350.000.000, para poder 
cerrar el proceso productivo. 


Por supuesto que si el Ebitda -el resultado bruto operacional- es negativo, el resultado al final de la línea es 
negativo. 


¿Cómo fueron las inversiones en el mismo período? Las inversiones del periodo 2005-2014 fueron de US$ 
1.282.000.000. En la planta desulfurizadora fue de US$ 405.000.000. Recordemos que antes de tener en 
marcha la planta desulfurizadora, en nuestros combustibles teníamos de 3.000 a 5.000 partes por millón de 
azufre. Había comentarios de que tal auto no funcionaba porque era de tecnología europea y que había que 
comprar, y compramos, un gasoil especial de 50 partes por millón. Hoy nuestros combustibles están basados 
en la norma europea, y estamos comprando por debajo de las 50 partes por millón en el gasoil y debajo de las 
30 partes por millón en las gasolinas, es decir que al mismo precio estamos entregando un producto de mejor 
calidad. 


Otras inversiones fueron en las plantas de pórtland de Minas y Paysandú por US$ 251.000.000, la planta de 
cal en Treinta y Tres por US$ 89.000, la planta de biocombustibles por US$ 248.000.000 -se elaboraron 4 
plantas- y US$ 212.000.000 que incluyen inversiones en camiones tanque, transporte de gasoil, la compra de 
Texaco, etcétera. 


Este fuerte plan de inversiones está en proceso de maduración y, por lo tanto, en proceso de retorno de 
inversiones. Del total de las inversiones, en el primer quinquenio -y ahora cambio, en lugar de seis años y 
cuatro años, lo vemos en cinco años y cinco años- se ejecutó un tercio y, en el segundo quinquenio, dos 
tercios. O sea que la mayor parte de las inversiones las hicimos, crecimos y nos desarrollamos, cuando 
teníamos Ebitda negativo y el resultado, al final de la línea, negativo. 


Las causas de los resultados son tres: política tarifaria, endeudamiento y gestión. La aplicación de la política 
tarifaria en los precios de los combustibles, con este combate a la inflación -del cual éramos parte-, llevó a 
que diferentes costos no se trasladaran al precio final. En el período 2011-2014 Ancap no percibió cerca de 
US$ 800.000.000, que quedaron en la sociedad, que no fueron trasladados a precio: US$ 150.000.000 en el 
año 2011, US$ 200.000.000 el año 2012, US$ 200.000.000 en el año 2013 y US$ 250.000.000 en el año 
2014. 


La diferencial de costos no considerados son: un 50% -unos US$ 400.000.000- por incremento en los costos 
de distribución primaria y secundaria, es decir, en el proceso de la planta de Ancap hasta llegar a la estación 
de servicio, los sellos de distribución y los minoristas; un 25% por costos de Ancap, vinculados a 
disponibilidad logística por el aumento de la demanda y por inversiones; un 12,5% -cerca de US$ 
100.000.000- por pago de intereses del financiamiento de endeudamiento, y un 12,5% por variación del tipo 
de cambio y precio del petróleo mirado en conjunto. 


En ese período 2011-2014 y por tener un Ebitda negativo como consecuencia del combate a la inflación, 
llevó a que la empresa aumentara su endeudamiento de corto plazo para cubrir el proceso productivo en 
alrededor US$ 350.000.000. 


El resultado del año 2014 fue negativo en US$ 323.000.000. Esto afecta el resultado financiero en US$ 
202.000.000, siendo US$ 150.000.000 por impacto de la diferencia de cambio. La diferencia de cambio se da 
por dos monedas: por el tipo de cambio y por las unidades indexadas. Como diré más adelante, una parte de 
nuestra deuda es en unidades indexadas, y la unidad indexada se cuenta: al 31 de diciembre de 2013 vale 
tanto y al 31 de diciembre de 2014 vale tanto, y esa diferencia es diferencia de cambio; no es dólar sino otra 
moneda: peso con inflación, unidad indexada, y el resto es por endeudamiento en dólares. Los otros US$ 
52.000.000 son por pago de intereses. 


El resultado operativo fue negativo en US$ 121.000.000, de los cuales US$ 91.200.000 fueron por 
combustibles, US$ 29.000.000 por pórtland, US$ 4.700.000 por lubricantes y US$ -5.800.000 por gas 
natural. 


Los desvíos señalados fueron corregidos en el ajuste de precios; eso es la transparencia de los desvíos en los 
costos que recién señaló el presidente. 


¿Qué ocurre a partir de enero de 2015? Cuando el crudo cayó un 40% y eso podría impactar en el sistema 
anterior en un 14% en caída de precios, se bajó un 4%, porque se reconocieron todos esos costos que durante 


el período 2011-2014 no se habían reconocido, pero no se recupera lo no recibido; es de ese momento en 
adelante. 


En cuanto al ajuste diferencial entre los productos, bajó más el gasoil que la nafta, no bajó el LPG y el fuel 
oil; el LPG se mantuvo en el precio que estaba. Hubo acuerdo en que cada 90 días se hiciera revisión de las 
principales variables: evolución del tipo de cambio y precio del crudo, variación de los costos de distribución, 
precio y cantidad de la mezcla de biocombustibles, utilidad razonable. 


A su vez, se ajustó el Imesi de las naftas en un porcentaje que superó al IPC. El ajuste a la baja para Ancap en 
la nafta fue de alrededor de un 14% y la suba en el Imesi fue del 13,04%; el delta al final da que las naftas 
bajaron un 3%. 


Por otra parte, es parte del valor de la empresa el ser visualizado como cuasi soberano. La semana pasada se 
aumentó la calificación de Uruguay por parte de una calificadora internacional y 40 segundos después se 
aumenta la calificación de Ancap. Posiblemente, antes de haber sido publicados los resultados, venga la 
calificadora a discutir cuál va a ser la nueva calificación y tendremos que dar las explicaciones de lo que 
estamos haciendo. 


¿Cuáles son las líneas de acción? ¿Qué es lo que estamos haciendo? Los objetivos son dos: uno, es 
incrementar los niveles de Ebitda -ese resultado operacional bruto- por medio de un conjunto de medidas y el 
otro es reducir la vulnerabilidad financiera y la necesidad de financiamiento, también por medio de un 
conjunto de medidas. 


Para incrementar los niveles de Ebitda tenemos que adecuar la paramétrica de precios -esto se adecuó en el 
último ajuste de precios de enero-; definir políticas de procedimiento para el ajuste de precios -hay acuerdo 
que cada 90 días se analizará la paramétrica para evaluar las principales variables que enumeré recién-; 
reestructurar los costos de distribución -que, como dije, nos impactaba mucho-; reducir otros gastos de 
administración y ventas. 


Estamos en la elaboración del presupuesto público para 2015 y para 2016. Lo que vamos a hacer, en acuerdo 
con los ministerios, es para el año 2015 un presupuesto operacional del orden del 95% de lo ejecutado en el 
año 2014, a valores reales -es decir que si el año pasado funcionamos con 100, este año vamos a funcionar 
con 95-, y en el año 2016 será del 92% -de lo que se ejecutó 100 vamos a funcionar con 92 a valores reales. A 
su vez, se está profundizando en el ahorro de publicidad, viáticos, viajes y compras en plaza. También hay 
que reducir costos de personal y servicios contratados; reducir en un 25% las horas extras -esto es 
independiente de lo anterior-; mantener la plantilla al 30 de junio y racionalizar contrataciones y consultorías. 


En cuanto a la incidencia de biocombustibles en los precios, lo que estamos pidiendo es el cumplimiento de 
artículo 9” de la Ley N” 18.195, que no se ha terminado de cumplir, porque todas las mezclas y los precios no 
terminan siendo trasladados al precio sino afectando a la empresa. Se pretende incrementar las eficiencias de 
las empresas del grupo con el objetivo de lograr el óptimo global, es decir, no trabajar con los máximos 
locales de cada una, sino ver que la acción de una no perjudique al grupo. La idea es tener una mirada de 
grupo, empezando por las cuestiones económicas y financieras. 


Asimismo, queremos rentabilizar las inversiones de pórtland. El objetivo es que, al año 2017, exista 
equilibrio en este negocio por el cambio de combustible, al haber pasado del fuel oil al petcoque y la 
maduración de las inversiones. 


Además, se quiere estudiar la reducción de subsidios del negocio de GLP, el gas de las garrafas. En el año 
2013, este subsidio fue de US$ 100.000.000. En el año 2014, fue de US$ 88.000.000 y, en lo que va del año 
2015, es de US$ 23.000.000. La acción fue por no haber bajado el GLP cuando se bajaron los combustibles. 


En sucesivos ajustes, la idea es llevar el precio del GLP a precio de paridad de importación que publica la 
Ursea. Tenemos alguna opinión para dar en torno a qué cosas faltan en esos precios, pero la idea es guiarnos 
por ellos. 


En cuanto al endeudamiento de corto plazo, es de US$ 655.000.000. De esa cifra, estamos en proceso de 
trasformar US$ 50.000.000 a mediano plazo, en cinco años. Tenemos a largo plazo US$ 101.000.000. Y la 
deuda del Ministerio de Economía y Finanzas en unidades indexadas es de US$ 420.000.000. 


Con PDVSA, el capital de deuda -comercial- es de US$ 420.000.000 más los intereses. En ninguno de los 
casos nombré los intereses, que son aparte. La estrategia seguida fue de corto plazo. En el año 2012, por 
diferencia de cambio, ganamos. El balance dio positivo, porque el dólar empezó costando $ 21 y terminó a $ 
19, Tuvimos pocas ganancias por diferencia de cambio y muchas pérdidas por este concepto. 


La estrategia financiera a seguir es el camino que ha seguido el país. Vamos a reperfilar las deudas de corto a 
largo plazo y de moneda. Las medidas para reducir esta vulnerabilidad financiera y la necesidad de 
financiamiento son las siguientes. Tenemos la cancelación de la deuda con PDVSA. Se está en un proceso 
avanzado de la negociación por la cancelación de la deuda con PDVSA, lo cual tendría un impacto en los 
resultados en este año en más de US$ 60.000.000 y en una reducción de la deuda en más de US$ 
150.000.000. También se busca reperfilar la deuda de corto a largo plazo, pasar de plazos menores de un año 
-es donde tenemos la mayoría, como dije recién- a plazos de 5 a 10 años. Reducir la dolarización de pasivos y 
el endeudamiento; nuestra estrategia es igual a la estrategia del soberano: dólares a pesos a tasa nominal, 
nuestra primera opción; dólares a Ul, a tasa; dólares a tasa fija sería por último el reperfilamiento. 


Otra estrategia es el ajuste de capital de trabajo, stock y deudores. En cuanto al stock, nuestra misión es 
abastecer de combustibles en cantidad, calidad y precio. Esto nos ha llevado, a veces, a tener más stock. Esta 
es la opinión de los contadores. Quienes están en la producción piensan que nunca es suficiente la cantidad 
de stock que tienen, pero la decisión que hemos tomado es ajustar el stock de 60 días a 36 días, y eso impacta 
en los activos corrientes, por una decisión de la empresa, porque hay menos cantidad de producto, en crudo y 
en derivados, y porque además teníamos evaluado el producto, el crudo, al 31 de diciembre del 2013 a US$ 
100 y, al final del año 2014, a US$ 60. Ahí hay una pérdida de US$ 20.000.000. Hay dos efectos: cantidad y 
precio. Por lo tanto, venimos ajustando una cantidad por los impactos que tiene el stock en el capital de 
trabajo y, lo que tiene que ver con deudores, es reducir el plazo de cobro. A través de la ley de 
financiamiento, estamos ajustando los plazos en los cuales queremos que nos paguen nuestros deudores. 


La siguiente estrategia es la optimización de otros activos operativos. Se busca evaluar la posibilidad de 
desprendimiento de activos menos rentables -eso se viene estudiando-; redefinir criterios más exigentes para 
aprobar inversiones, un protocolo en base a multicriterios exigentes, período de repagos, rentabilidad, valor, 
medio ambiente, impacto social; revisión de política de dividendos en las empresas del grupo; revisión del 
plan de inversiones, y asignación de inversiones. Para el quinquenio hay un promedio de US$ 70.000.000 por 
año, que es mantenimiento y rentabilización de las inversiones que tenemos por un período de 5 años. Hablo 
de promedio porque el acuerdo que tenemos es de trescientos cincuenta en el período; puede ser mayor a un 
año y tiene que ser menor en otros. 


Otra estrategia es la realización de activos no operativos. Se trata de la ventas de terrenos y edificios 
inactivos. A veces nos han pagado deudas con terrenos que debemos vender. 


¿Cuál es la proyección para el año 2015 en base a todas las medidas que se vienen tomando? El Ebitda - 
resultado operacional bruto para saber la salud del negocio-, a fin de año, será positivo en más de US$ 
100.000.000 si se hace todo lo que propusimos. 


La cancelación anticipada de la deuda con PDVSA traerá más de US$ 60.000.000 y reperfilar dólares a pesos 
o a Ul -que es lo que estamos trabajando-, tiene un impacto anual: cada US$ 220.000.000, tiene un impacto 
positivo en el resultado en US$ 25.000.000. O sea que el resultado neto antes de impuestos al final de la línea 
va a ser negativo, y va a estar por debajo de los US$ 50.000.000. 


Cuando se dice que el endeudamiento es mayor, ciertamente es parcial. El endeudamiento es mayor en pesos; 
en la moneda local debemos menos. Se ha reducido poco, pero se ha reducido. Cuando paso esos dólares o 
esas Ul a pesos, tengo uno mayor; pero en la moneda original en la que estoy endeudado, es menor. 


En cuanto al tema de los honorarios -no son los sueldos de las personas-, en realidad, lo que está incluido en 
eso son todas las actividades que lleva Ancap, todas las contrataciones que se dan de bienes y de servicios 
para llevar adelante la actividad. Algunos de estos incrementos están por convenios salariales y terminan 
impactando en los precios o porque están vinculados a cantidad. 


El aumento a los incobrables se debe a que una de nuestras empresas, concretamente Ducsa, tenía un contrato 
con una empresa que quebró, y hay que pasar a pérdida US$ 3.000.000. 


En cuanto a los activos corrientes y no corrientes, si nos fijamos en el balance, en pesos, los activos no 
corrientes, donde van las inversiones, se incrementaron en más del 10% y los activos corrientes descendieron 
un 17%, por dos efectos: uno de ellos es el stock y el precio que tenía el crudo en ese momento y el segundo 
efecto es que se pagó en diciembre del año 2014 la amortización con el Ministerio de Economía y Finanzas. 
La debíamos pagar el 2 de enero, pero ahí teníamos un Impuesto al Patrimonio. Entonces, decidimos pagarla 
antes. Hay un efecto caja para pagar esa amortización. 


En cuanto a las renovaciones de deuda, queremos decir que no son aumentos. Se pone capital de trabajo por 
una cuestión con el propio banco, pero es renovación de un préstamo por el mismo préstamo, tanto de los 
US$ 70.000.000 como de los US$ 50.000.000. 


El bono es un instrumento. Estamos trabajando en otros instrumentos -sin haber dejado este- con el mismo 
objetivo: el reperfilamiento de la deuda en tiempo y en moneda. 


En cuanto a las inversiones, hay una ley aprobada por el Parlamento -no recuerdo el número- del sistema 
nacional de inversión pública, que aceleró la instrumentación desde finales del año pasado, y que sigue en 
este. El gobierno plantea el objetivo a todo el que hace una inversión dentro del sector público y mira si las 
inversiones -además de la rentabilidad del negocio- están alineadas con el camino que quiere seguir el 
gobierno. Puede ocurrir que no sea así. Está planteado para todo el que invierta en el sector público. 


Sobre los gastos operativos, ya dije que tenemos acuerdos con los Ministerios con los que estamos 
involucrados: Ministerio de Industria, Energía y Minería y Ministerio de Economía y Finanzas. En este 
último caso, hay un objetivo en torno a trabajar sobre el déficit fiscal. Debemos reducir los gastos operativos 
y de inversión. Veníamos a casi US$ 130.000.000 por año. Bueno, ahora pasaremos a la mitad, a US$ 
70.000.000 por año. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Voy a hacer unos breves comentarios y haré un enorme esfuerzo por ser lo 
más concreto posible, porque esto no es una interpelación, sino un llamado a Comisión. Por lo tanto, no 
puedo ni debo monopolizar la palabra. Hay otros compañeros que quieren referirse al tema y esto es de 
una vastedad enorme, por lo que es muy difícil comentar uno a uno todos los datos y todo el flujo de 
información que recibimos. Por lo tanto, haré consideraciones generales. 


No resisto hacer un comentario inicial sobre lo que se planteó al principio en cuanto al documento de la 
declaración de confidencialidad. No iba a entrar en ese tema, pero como las autoridades nos trajeron 
información sobre esto y es muy bienvenida, quiero hacer algún comentario. 


Supongo que lo que se leyó será la base de la respuesta al pedido de informes que formulamos. Por lo tanto, 
cuando llegue la analizaremos más detenidamente. Ahora, la respuesta no me conforma en lo más mínimo. 
Debo decirlo con total honestidad: creo que es de una enorme ilegalidad que Ancap esté haciendo firmar a 
sus trabajadores una declaración de ese tenor, por la sencilla razón de que aquí se ha intentado fundamentar 
esa decisión en la Ley de Acceso a la Información Pública, en la Ley N* 18.381, pero se la aplica al revés. La 
Ley de Acceso a la Información Pública es de acceso a la información y se supone que la reserva o la 
confidencialidad -lo dice a texto expreso el artículo 8”- es de interpretación estricta. Ancap o cualquier 
organismo público -no importa que Ancap esté en competencia en algunas áreas y en otras no- no puede 
declarar al barrer que todo lo que a Ancap se le ocurra en forma ilimitada es confidencial o reservado. Eso es 
ilegal. Se sale del marco de la Ley de Acceso a la Información Pública. Y este texto que tengo acá dice que 
"los funcionarios se obligan a no revelar información que no es generalmente conocida por el público". 
Ahora, ¿quién es el que determina qué es lo que generalmente es conocido y lo que no lo es? Supongo que el 
Directorio de Ancap. Después dice: "incluyendo, pero no limitado" y hace una larguísima enunciación de 
temas. Al final, parece que no conforme con lo que ya se dijo antes, dice "todos los memorándum, notas, 
listados de clientes", etcétera, etcétera, etcétera, "que hayan sido clasificados como tal o no". Quiere decir 
que ni siquiera el requisito o el prerrequisito es que haya una declaración de confidencialidad o de reserva. 
Esto realmente es violatorio de las garantías personales de los funcionarios, porque además esto ya se 
introduce en aspectos que van más allá de la aplicación de la Ley de Acceso a la Información Pública. Esto 
implica una especie de reforma del estatuto del funcionario de Ancap, y no es la Secretaría General la que lo 
debe reformar. El estatuto de una empresa pública, de un ente autónomo, de acuerdo al artículo 63 de la 
Constitución de la República, lo resuelve el organismo, lo proyecta y lo eleva al Poder Ejecutivo para su 
aprobación. Eso es lo que dice nuestra Constitución de la República. Y aquí se establece, además, una 


obligación para los funcionarios que va más allá de su propio vínculo funcional y que se extiende hasta los 
límites de su propia existencia humana, porque lo que esta declaración dice al principio es que "el 
funcionario se obliga a no revelar información en cualquier momento o en cualquier otro momento con 
posterioridad a la extensión del vínculo contractual con Ancap", o sea, hasta el día que se muera, porque con 
posterioridad es hasta que se termina la existencia de esa persona. 


Creo que se actuó con una enorme imprudencia en esto y esperaremos la respuesta, porque este es un tema 
que seguirá. Sé que el sindicato se ha opuesto. No sé qué grado de éxito ha tenido la firma de ese documento, 
porque sé que el sindicato había exhortado a no firmarlo. No pretendo detenerme en eso ahora. 


Dicho esto, voy a hacer algunos comentarios muy generales sobre las respuestas que hemos recibido de parte 
de la señora ministra de Industria, Energía y Minería, del señor presidente de Ancap y del señor gerente de 
Servicios Compartidos que, básicamente, fueron quienes se pronunciaron sobre los temas del balance. 


Empiezo por el final. Creo que el informe que leyó y en alguna medida comentó el señor gerente de los 
Servicios Compartidos es muy interesante. Está cargado de información, de datos, es muy denso -en el buen 
sentido del término- y lo vamos a analizar muy detenidamente. En él, reconoce que hay un problema en los 
gastos, en aspectos operativos y que hay que reducir las inversiones. Ahora, yo espero que todo eso se 
cumpla; ojalá que así sea, porque sería una forma de mitigar lo que nos pasa hoy y de que en 2015 tengamos 
un resultado operativo positivo. Ojalá que la pérdida baje. Ya se proyecta que sería de US$ 50.000.000, o sea 
que se nos anuncian más pérdidas para este ejercicio. 


No es por un tema de desconfianza con el señor gerente del área -no lo conozco-, pero no tengo más remedio 
que ser escéptico y ubicar esto en el contexto de un análisis más prolongado que se dio en esta Comisión en 
junio del año pasado, cuando frente a una situación grave -menos que esta que estamos analizando- se 
hicieron anuncios de similar tenor y nada de eso se cumplió. Ahí voy a lo que el señor presidente de Ancap 
nos informó. Hoy utilizó el mismo término que hace un año, el 18 de junio del año pasado, cuando 
compareció en esta Comisión por el balance del año 2013. Dijo que era una fotografía. Está bien, pero es una 
fotografía que se va afeando y diría que, en todo caso, se va confirmando como el reflejo de una situación, 
por lo menos, preocupante. 


El presidente de Ancap dijo que hay que tener cuidado con las declaraciones, porque algunas nos idiotizan. 
Bueno, sí, creo que todos debemos tener cuidado con eso, inclusive cuando se viene a dar explicaciones al 
Parlamento, porque me parece que a los legisladores tampoco se nos puede tomar como tontos; a la opinión 
pública no se la puede tomar como tonta. 


No he escuchado nada concreto de parte del presidente de Ancap, ni de la señora ministra quien, en realidad, 
dijo poco. Hizo consideraciones muy generales y no habló de nada concreto, y está bien, porque lo que 
importa de la señora ministra es su investidura. Vale su presencia porque representa al Poder Ejecutivo. La 
ministra Cosse habló de la importancia de la energía, de Ancap. Todos podemos suscribir eso. Habló del 
estrés que generan estas cosas y la situación energética, en términos de la relación entre la oferta y la 
demanda. Quien en todo caso ensayó alguna respuesta inicial fue el presidente de Ancap, pero de los temas 
graves, de los temas vinculados con la pérdida patrimonial, con el deterioro de la relación activo-pasivo, con 
el incremento del endeudamiento, con las pérdidas, no escuché nada específico. Escuché respuestas muy 
parciales, muy fragmentarias. Lo más parecido a un plan, en tal caso, fue lo que nos leyó el gerente y que 
nosotros lo vamos a estudiar. 


Ahora, no tengo más remedio que decir que soy escéptico. Cuando se nos dice que los honorarios tienen que 
ver con contratos de servicios y que van a recortar el gasto, pero uno ve que el balance que se acaba de 
aprobar indica que los gastos, en lugar de racionalizarse, aumentaron un 33% en ese rubro, entonces -repito-, 
no tenemos más remedio que preocuparnos. 


El presidente de Ancap habló -lo digo con todo respeto- de una apelación al tema de las inversiones. Pero, 
cuando se habla de las inversiones, no podemos meter todo en la misma bolsa. No es lo mismo la inversión 
en cemento que la inversión en la refinería o, por ejemplo, en la planta desulfurizadora o las inversiones en 
biocombustible. Son bien distintas todas ellas. Algunas pueden estar bien y otras mal; otras pueden tener una 
justificación regular, pero no se puede decir que la refinería cerraba en el año 2005 si no se iniciaba un plan 
de inversiones porque antes nunca se había invertido. 


Antes de que asumiera el Directorio en el año 2005, se había hecho una inversión muy importante en la 
refinería, que implicó la ampliación de la capacidad de la refinación de 37.000 barriles a 50.000 barriles 
diarios, y que implicó la eliminación del plomo de la nafta. ¿Eso nos lo salteamos? ¡No! ¡Fue una inversión 
muy importante! 


¿Era necesaria la planta desulfurizadora? Era necesaria. Lo dijo el propio presidente de Ancap. Ya había 
estudios que venían de antes y que en la empresa -donde se supone debe haber determinadas líneas que se 
continúen, más allá de la impronta que le ponga cada directorio- se estaba analizando esa etapa que venía 
después y que este Gobierno concretó. Y está bien que lo haya hecho. Ahora, después tenemos que analizar 
cada inversión propiamente dicha, ya no en términos de su justificación, sino de su programación y del flujo 
de caja. Esa inversión, que fue millonaria, de US$ 330.000.000, ¿estuvo bien proyectada, planificada, 
imputada, programada, financiada? 


Creo que inexorablemente nos tenemos que hacer esas preguntas. Y no podemos -repito- comparar esa 
inversión con las inversiones de ALUR, cuya rentabilidad todavía está por verse, al punto tal que en este 
balance que estamos analizando se acaba de confesar que Ancap capitalizó en US$ 30.000.000 a la empresa. 
Habrá sido por la vía de la compra o de la venta anticipada de productos, pero eso es un subterfugio, es decir, 
una forma elegante de poner el dinero, porque nadie compra por anticipado un producto que no tiene o que le 
van a entregar después; normalmente le entregan el producto y le dan un plazo para cancelar la compra. De 
manera que ahí hay otro capítulo de esas inversiones que creo que deberíamos analizar y discutir con 
detenimiento, como las inversiones en cemento, porque es verdad que había un enorme rezago en las 
inversiones. Ahí sí, nadie lo puede negar. Ahora, ¿cuándo vamos a ver la rentabilidad de las inversiones del 
pórtland? Porque del 2013 para el 2014 la pérdida aumentó. Hubo una pérdida de US$ 49.000.000, de 
acuerdo a este balance que estamos analizando. Y en el período pasado, en el ejercicio 2013 creo que fueron 
US$ 40.000.000 o US$ 41.000.000. De manera tal que está bien. Se nos dice que vamos a mejorar, que 
vamos hacia determinado lugar, que vendrá la rentabilidad de las inversiones, pero después uno ve los 
balances y lo que pasa es exactamente lo opuesto; uno no advierte siquiera una mejora en algunos de estos 
signos vitales que he dicho. Lo que advierte es que todos ellos se deterioran y avanzan en un proceso de 
deterioro que es incuestionable. 


Hace un año se nos dijo aquí que el gran problema es el endeudamiento en dólares. Se nos dijo que lo iban a 
arreglar. Ahora, del bono nadie habla, o se dice que está ahí, como un elemento más. Aquí el presidente de 
Ancap -no el gerente de los Servicios Compartidos- hace un año dijo que el bono salía. Nos dijo que había un 
equipo técnico en Ancap -eso fue de diciembre de 2013 a mayo de 2014- que estaba abocado exclusivamente 
a trabajar e hizo un llamado a los bancos para que pudiéramos salir a emitir deuda. Nos dijeron que estaban 
prontos, que íbamos a salir. Entonces, todos nos fuimos de esa reunión con el concepto de que había un 
problema serio, pero que el gobierno se proponía solucionarlo por ese camino. Un año después tenemos 
resultados mucho peores y la misma discusión. Esa es la conclusión que saco. Esa es la preocupación con la 
que inexorablemente llego a esta reunión. 


En cuanto al tema de las tarifas y los precios, es verdad que el directorio y el Gobierno empezaron a corregir 
esto con la decisión de enero. Me parece que es elocuente que las cosas estaban mal, porque el petróleo se 
había derrumbado en más de un 50%; el petróleo y el dólar combinados representaban una disminución de 
costos de más del 40%, y la rebaja fue de un 5%. Está bien, en aquel momento el presidente de Ancap -tengo 
aquí la versión taquigráfica de la Comisión Permanente- dijo lo mismo que ahora estaba recordando: que si 
en abril o al término de marzo el promedio de estas variables indica que el dólar y el precio del petróleo 
bajaron, se iban a bajar los combustibles. ¿Por qué dijo eso? Porque nosotros le habíamos recordado que no 
bajaron a fines de 2013. El directorio de Ancap argumentaba que iba a hacer un análisis trimestral de las 
tarifas. Si fue necesario hacer un análisis trimestral para después tomar la decisión en enero, se suponía que 
era de toda legitimidad que, a partir de allí, la revisión fuera trimestral. El presidente de Ancap admitió eso y 
dijo que era así, que había que esperar hasta marzo. Esperamos a marzo y bajaron los costos. Tengo los 
números aquí. El promedio del dólar fue de $ 24,70 en el trimestre. En la referencia de Ancap era de $ 24,30. 
El petróleo se había recuperado algo, pero no había llegado a los US$ 60, o sea que una rebaja hubo. 
Podemos cuantificar cuál fue. Y los combustibles no bajaron. O sea que si ahora van a subir porque el 
trimestre siguiente representó un incremento del petróleo, evidentemente, hay dos criterios o dos políticas 
tarifarias: una para bajar y otra para subir. Y, obviamente, siempre es más exitosa o eficaz aquella que se 
dedica a ajustar los precios al alza que aquella que se dedica, en todo caso, a procurar una rebaja. 


He tratado de tomar apuntes de todo lo que se ha dicho y saco muy pocas conclusiones o casi ninguna. 


Lo de los US$ 800.000.000 que se decía que Ancap aportó al Estado, no es nuevo. Que haya un rezago en el 
ajuste de las tarifas no empezó con los gobiernos del Frente Amplio y no empezó con el gobierno actual o 
con el del presidente Mujica. Ya en el primer gobierno del doctor Vázquez había ocurrido que el precio del 
petróleo subía de tal forma que eso planteaba la necesidad de aumentar y el Gobierno resistía el aumento en 
razón de la lucha contra la inflación. 


Yo creo que el gobierno del Frente Amplio llevó una política tarifaria muy prudente hasta setiembre de 2013. 
He analizado la evolución y el manejo de las tarifas y debo reconocer que hasta setiembre de 2013 se hizo un 
esfuerzo por mantener los precios. Muchas veces hubo que enfrentar situaciones adversas desde el punto de 
vista del dólar y de la cotización del crudo y, por lo tanto, ahí no hay nada que reprochar. Ya el aumento de 
setiembre de 2013 empieza a ser polémico, porque el petróleo promedialmente no había aumentado tanto 
como el Gobierno invocaba que había aumentado. Después, por supuesto, vino lo que todos sabemos y esta 
discusión más reciente. De manera que no se puede decir ahora que esto es consecuencia de que US$ 
800.000.000 que debieron quedar en la empresa indirectamente Ancap terminó aportándolos, porque no subía 
los precios. Probablemente eso sea así, pero antes ya había ocurrido, en más de una oportunidad. Lo que pasa 
es que no se notaba, porque los demás indicadores y la estructura de la empresa permitía, por lo tanto, 
absorber esa circunstancia. Ahora se nota. ¿Por qué? Porque el endeudamiento es alto, porque la pérdida 
patrimonial es alta, porque tenemos el problema de descalce y porque tenemos todos los demás síntomas y 
los demás indicadores que estamos manejando. 


El presidente de Ancap se encargó de aclarar lo de las horas extra. Está bien; bienvenida la respuesta. Pero el 
presidente de Ancap coincidirá conmigo en que, de todas formas, el gasto en el rubro O no fue chico y que 
también tuvimos déficit allí, según tengo entendido. Entonces, para aclarar, aclaremos todo. El gasto en 
personal fue de US$ 174.000.000 en el año 2014, y eso supera largamente la previsión presupuestal. Por 
segundo año Ancap da déficit en el rubro 0. Eso no es el tipo de cambio; es un problema típico de gestión. 


Por lo tanto, simplemente digo que para nosotros las respuestas fueron insatisfactorias. Lo digo con total 
serenidad, pero con mucha convicción. Tengo la impresión de que el Poder Ejecutivo está intentando -hasta 
donde puede, porque no le resulta fácil- disimular esta situación. Tengo la impresión de que frente a ella, las 
reacciones, por ahora, son tímidas o tibias. No veo por qué lado se adoptarán decisiones importantes o 
drásticas. No estoy pensando en ninguna locura. Comparto con la señora ministra que Ancap tiene una 
enorme importancia para la vida económica y para el futuro del país, y su refinería, aunque más no sea por la 
sencilla razón de que la tenemos y debemos ver qué hacemos con ella. Eso quiere decir de qué manera la 
hacemos rentable y competitiva. Quiero ser muy claro en cuanto a eso. Esta situación, más allá de que la 
oficina de la gestión de deuda asesore a Ancap desde hace mucho tiempo, creo que no se resuelve con el 
término de reperfilamiento. Me parece que aquí faltan medidas de fondo, más importantes. El Estado 
uruguayo está pidiendo un aumento de aportes a las empresas públicas y a la propia Ancap. Sin embargo, yo 
creo que tendrá que hacer un sacrificio económico para poder sacar a Ancap de esta situación en algún 
momento. No lo sé. El plan que leyó el señor gerente está muy bien y lo vamos a analizar, pero me da la 
sensación que es más voluntarista que real y concreto. 


Reitero: no hemos recibido respuestas nuevas, concretas. Hay algunas que vienen desde junio del año pasado, 
que se han reiterado frente a una situación que no solo no cambió, sino que se agravó y, por lo tanto, 
mantenemos invariable nuestra preocupación. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Agradezco la oportunidad para explicar 
las posibles dudas que pudieran haber sobre los resultados de Ancap y sobre las medidas a futuro. 


En un análisis existen elementos generales, particulares y de contexto. Los análisis, generalmente, en temas 
importantes -lo de Ancap es muy importante- no pueden ser hechos aislados de la historia pasada y de la 
historia futura; digo esto porque la historia futura, de cierto modo, depende de las medidas que tomamos en el 
presente. Estoy convencida de que los seres humanos tenemos alguna posibilidad de construir el futuro. Por 
lo tanto, este análisis tiene un montón de factores. 


Al principio, introduje aspectos generales porque consideré que eran elementos de contexto para poder 
entender la enorme cantidad de datos numéricos y de cifras que brindaron tanto el presidente Coya como el 
contador Albirdi. Seguramente, los integrantes de esta Comisión entenderán -y cualquiera que lea la versión 


taquigráfica después- que los procesos tienen una acumulación. A veces, hay cosas que recién se ven al año 
porque responden a una acumulación. En tal sentido, el presidente Coya habló de la acumulación de los US$ 
800.000.000 que no fueron incluidos en la paramétrica de costos de los combustibles durante el período 
2011-2014. Precisamente, esa es una cifra importante en la definición del precio del producto que vende la 
compañía. 


Por otra parte, el gerente Albirdi hizo un análisis detallado sobre la composición de la deuda y explicó una 
estrategia muy clara y muy precisa para reperfilarla, pasándola a pesos o unidades indexadas, renegociando 
los plazos. Lo mismo sucede con una deuda compleja y con variados componentes. 


Nosotros vinimos aquí como un equipo y tratamos de dar una visión lo más global posible, con conceptos 
generales, respaldados por acciones concretas -algunas listadas acá-, que tienen que ver con el análisis de 
algunos temas económicos como, por ejemplo, el subsidio para el GLP. También destacamos la primera 
medida que se cumplió en enero, relativa a modificar la paramétrica para no seguir ignorando los costos que 
tiene Ancap y que no estaba volcando al esquema de costos de su producto. Seguramente, la lectura 
revisitada de toda la información que se volcó acá va a dar la transparencia que todos queremos que tenga la 
gestión de esta empresa. 


El Ministerio trabaja en equipo con otros ministerios y con Ancap, en la medida de sus competencias. 
Nosotros estamos trabajando en un programa -que irá evolucionando a lo largo de este año- que tiene que ver 
con la fijación de estándares y de buenas prácticas para las empresas de energía, en particular, para Ancap. 
Hay estándares y buenas prácticas que tienen que ver con la gestión empresarial que no se trasladan 
automáticamente a todos los rubros. Por ejemplo, el señor gerente de Asuntos Compartidos habló sobre el 
manejo del stock, y ese es un tema que no es genérico para todas las empresas. Una cosa es manejar el stock 
de zapatos y otra cosa es manejar el stock de combustible. Eso tiene que ver con las buenas prácticas. El 
Ministerio está trabajando en un programa para que queden publicadas -con el objeto de benchmarks futuros- 
las buenas prácticas en el área de las empresas de energía, en particular las de manejo de combustible. Se 
trata de un programa concreto que dimos a conocer porque estamos trabajando en el tema. Esto va a formar 
parte de la composición de un trabajo en equipo más profundo. 


Quiero remarcar, en especial, que aquí se habló de un tema de ilegalidad; eso es algo que siempre vigilamos. 
Me gustaría que el señor gerente de Asuntos Legales de Ancap, doctor Bianchi, explicara el tema. 


SEÑOR BIANCHI (Leonardo).- Nuestra opinión legal con respecto al documento referido a la 
confidencialidad es que no es contrario a la ley de acceso a la información pública. El documento está 
enmarcado en el resto del ordenamiento jurídico del país y no solo a Ancap con respecto a este tema. 
En función de ese ordenamiento es que debe ser interpretado el documento. Este documento no trata 
de derogar, modificar ni sustituir ninguna norma y, mucho menos, de jerarquía superior a la 
resolución del secretario general de Ancap. 


Por lo tanto, el documento debe ser interpretado en el marco del resto de las disposiciones legales y 
reglamentarias que existen en la materia. Cabe recordar que la primera frase del documento dice que la 
declaración se hace en el marco de la normativa vigente, que incluye la ley de acceso a la información 
pública y los reglamentos de Ancap, con los dos artículos que califican como falta administrativa la 
revelación de información correspondiente al ente. Este documento, entre otras cosas, trata de sistematizar 
toda la información y de ordenar de qué manera debe tratar el funcionario la información que recibe y que 
maneja en el ejercicio de su actividad. 


La ley de acceso a la información pública no habilita a cualquier funcionario a dar cualquier información a 
cualquiera que la solicite. La ley de acceso a la información pública permite a cualquier ciudadano pedir a 
cualquier autoridad pública la información que la norma especifica, pero no que pueda pedirla a cualquier 
funcionario. La propia ley dice que la solicitud debe ser realizada ante el titular del organismo 
correspondiente. Por lo tanto, el titular del organismo correspondiente -a través de un procedimiento que 
establece la ley y que en Ancap se reglamentó con la creación de una comisión de tres miembros para 
estudiar cada una de las solicitudes y que se expide sobre la calificación de la información- es quien 
recomienda al secretario general, delegado por el directorio, la entrega o no de la información. 


Ese derecho que tiene todo ciudadano y la obligación de la administración de entregar toda información 
considerada pública no está afectado por esta disposición de Ancap, cuyo objetivo es ordenar el tema 
internamente. Como decía el prosecretario general, se trata de crear en el ente una cultura de protección de la 
información en los temas internos y que se respeten los procedimientos que la ley y las normas 
reglamentarias establecen para su revelación. Por ello, no creemos que haya ninguna ilegalidad en el 
documento redactado por la secretaría general. 


Uno de los argumentos esgrimidos fue que a través de este reglamento podían violarse las libertades 
sindicales. No es la intención de la declaración y no debe ser interpretado de esa manera. Ningún derecho de 
los dirigentes sindicales en el ejercicio de su actividad está limitado por esa declaración. Además, esos 
derechos provienen de normas con jerarquía superior a esta reglamentación y no pueden ser modificados ni 
restringidos por esta disposición. 


Es cierto que puede haber aspectos de redacción o de sentido que puedan llevar a ciertas interpretaciones; las 
redacciones siempre pueden ser mejorables. Uno sabe que cuando se redacta este tipo de documentos se ven 
cinco, seis o siete borradores y que después del décimo uno, en general, lee lo que piensa que lee y no 
necesariamente lo que está escrito. Por lo tanto, estamos abiertos a mejorar la redacción. 


Quiero dejar en claro que ni en la resolución de la secretaría general, ni en la resolución original del 
directorio que estableció las pautas para el tratamiento de la información en Ancap, ni en esta declaración hay 
intención alguna de violar el derecho de ningún ciudadano ni funcionario, ni de restringir el acceso que 
cualquier ciudadano tiene a la información, de acuerdo a las normas legales y constitucionales aplicables. 


SEÑORA CARDONA (Fernanda).- Es importante dejar asentado en la versión taquigráfica que 
cuando el prosecretario comenzó a contestar la pregunta realizada por el señor diputado Abdala, hizo 
referencia concreta al Decreto N” 452 de 2009. Por lo tanto, el reglamento de confidencialidad de Ancap 
cumplió con el exhorto de ese decreto. Me parece importante dejar en claro que eso es anterior a la ley 
de acceso a la información pública. Está en el marco de lo establecido en el artículo 55 de la Ley N” 
18.046, que refiere a seguridades en el uso de las tecnologías de la información. También tiene que ver 
con la Ley N” 18.331 de protección de datos personales y acción de habeas data. 


Por lo tanto, ese es el marco normativo a que hacía referencia el doctor Bianchi. No es menor hacer hincapié 
en que esas dos leyes también deben tenerse en cuenta cuando se analiza el reglamento de confidencialidad 
de Ancap. 


SEÑOR COYA (José).- Quiero hacer dos aclaraciones bien concretas. 


En 2014, las pérdidas en el área del cemento fueron menores que en 2013. De hecho, si no recuerdo mal, las 
pérdidas en 2014 fueron entre US$ 28.000.000 y US$ 29.000.000 y, en 2013, fueron de US$ 31.000.000 o 
US$ 32.000.000. 


Dice el señor diputado Abdala que la materialidad o no de recomponer las tarifas según el tipo de cambio y el 
crudo ya sucedía. Debo decirle que esto no sucedía así. En realidad, lo del tipo de cambio y lo del crudo sí 
sucedía, y el contador Albirdi fue claro. Dijo que el 50% de estos US$ 800.000.000 era costo de distribución, 
que el 25% era costo de Ancap, que el 12,5% era costo financiero y que el 12,5% es lo que refiere el señor 
diputado. Quiere decir que, salvo el 12,5% de los US$ 800.000.000, todo el resto nunca sucedía. Tengo 
treinta y cuatro años en Ancap y puedo decir que, desde el punto de vista de las tarifas -no participé de esto 
todo el tiempo-, eso nunca sucedió. Hay que aclarar que el componente de la tarifa que no es solamente el 
crudo y el tipo de cambio es el resto de las cosas. Por consiguiente, el resto de las cosas está en la lógica de 
los datos que se brindaron acá y en los porcentajes que se dijeron. SEÑOR POSADA.- Saludo a la señora 
ministra, a los integrantes del directorio de Ancap y del directorio de UTE. 


Ciertamente, creo que es muy conveniente el planteo que ha hecho el diputado Abdala en cuanto a la 
convocatoria de las autoridades de Ancap, a efectos de conocer una situación que, sin duda, es preocupante y 
sobre la cual, necesariamente, el Parlamento de la República debe requerir información a las autoridades del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería y, obviamente, al directorio de Ancap, en lo que refiere a aspectos 
que hacen a su gestión. 


Acá se ha señalado, como un aspecto sustancial de las causas que han generado abultadas pérdidas de Ancap, 
fundamentalmente, el comportamiento adoptado en el período 2011-2014 con relación a no reconocer en la 
tarifa de los combustibles los costos que, de alguna manera, se empiezan a sincerar a partir de este último 
ajuste en el precio de los combustibles. Este es uno de los aspectos. 


El otro punto que creo que está en cuestión y sobre el cual luego haré una referencia es el endeudamiento y la 
política que ha seguido el ente en materia de financiamiento de la compra de combustible. 


Respecto al primer aspecto, es decir, al no reconocimiento en la tarifa de estos costos en los que, en 
definitiva, ha incurrido Ancap, para la producción de combustible, en la medida en que acá se habla de la 
renuncia, de un sacrificio, de parte de Ancap, a los efectos de no traducir esos costos en tarifas de los 
combustibles, nos gustaría saber si hay decisiones del directorio de Ancap en forma documentada y, sobre 
todo, intercambio de información a ese respecto con el Ministerio de Economía y Finanzas en el período 
2011-2014. Esa sería una forma de contar con una referencia directa en lo que tiene que ver con uno de los 
principales fundamentos que se esgrime por parte del directorio de Ancap en cuanto a la acumulación de esta 
situación de pérdidas. 


Con relación al aspecto vinculado al endeudamiento del ente para la compra de combustibles, realmente, 
desde un comienzo nos parece que se ha llevado adelante una política equivocada. Creo que hoy, en la 
decisión de Ancap de manejar un reperfilamiento de la deuda, hay un cierto reconocimiento de que esa es una 
política equivocada. Hablo de una política equivocada en el sentido de que para un insumo corriente para la 
refinación de combustibles, se asume un endeudamiento de mediano y largo plazo, además, en una moneda 
que, notoriamente, genera un descalce desde el punto de vista de la política, lo que explica parte del déficit 
que hoy tiene Ancap. 


Es decir, durante un largo período, que va desde 2005 a la fecha, el ente Ancap se ha venido endeudando para 
financiar parte de lo que es su consumo corriente, su requerimiento de insumos a los efectos de la refinación 
del petróleo. En la medida en que esa situación se ha prolongado en el tiempo y se hace en una moneda 
distinta a la que se vende el producto, que es el peso uruguayo, va generando este desfase tan importante en 
materia de diferencia de cambio que, obviamente, termina afectando la ecuación económico financiera del 
ente. 


En ese sentido, creo que está claro -se desprende de las palabras del economista- que hay una corrección, 
sobre todo, cuando se habla de tratar de reperfilar la deuda. En todo caso, al introducir este segundo tema 
pretendemos hacer una reflexión con respecto a esta política que ha desarrollado el ente desde el año 2005 a 
la fecha, en el sentido de si hay alguna decisión en materia de corrección, sobre todo, en lo que tiene que ver 
con que aquellos insumos que son de carácter corriente deben tener como contrapartida un pago en términos 
corrientes, es decir, deben ser asumidos en forma contado o cuasi contado, de manera de sincerar una 
situación financiera y, fundamentalmente, hacerlo en una moneda que se corresponda con la que Ancap 
genera sus ingresos. 


Esos son los dos puntos sobre los que quería preguntar. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Walter Verri) 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Con respecto a la primera pregunta 
del señor diputado Posada, voy a pedir al Presidente de Ancap que la responda, porque corresponde a 
un procedimiento llevado a cabo en el período 2011-2014, por lo cual no tengo esa información. 


En cuanto a la segunda pregunta, también voy a solicitar al Presidente Coya que abunde en el tema, pero 
desde ya puedo adelantar que el petróleo se compra fuera del país y, por lo tanto, la moneda que se utiliza no 
es el peso. Aunque en una empresa siempre es saludable pagar de manera corriente lo que se consume y se va 
a vender de manera corriente, sin endeudarse, en general, en todo el mundo, las formas de compra de crudo 
para su refinación son las que lleva adelante Ancap. De todas maneras, prefiero que el señor Coya dé más 
detalles sobre la forma de compra. 


Si me permiten, cedo la palabra al Presidente de Ancap. 


SEÑOR COYA.- Con respecto al primer tema, quiero aclarar que en la historia de Ancap -ya no en la 
historia reciente, sino en toda su historia- la relación con los Ministerios de Industria y de Economía y 
Finanzas respecto de los ajustes de las tarifas siempre ha sido a través del intercambio de propuestas. 
Eso es así. No funciona un procedimiento formal desde el punto de vista documental estrictamente, 
pero sí hay un intercambio de propuestas: Ancap realiza las propuestas y el Ministerio de Industria 
que, en general, siempre las ha apoyado, termina haciendo una negociación con el Ministerio de 
Economía y Finanzas. Por supuesto, hay intercambio de mails y de paramétricas entre unos y otros, y 
hay reuniones formales que se llevan adelante para discutir en una mesa los aspectos vinculados al 
posible ajuste de tarifas. No hay un procedimiento escrito ni una formalización en términos estrictos, 
pero sí, por supuesto, se pueden rastrear y tener las distintas propuestas que se hicieron y el 
intercambio de documentación que siempre hay con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Me disculpo por hablar en forma tan genérica pero la verdad es que no tengo precisión con respecto a esto 
dado que, en realidad, no hay un procedimiento estricto -en mi opinión, no tiene que haber un procedimiento 
estricto- respecto de un acuerdo o no, entre una parte que propone y otra que dispone las tarifas, que es el 
Poder Ejecutivo, al fin y al cabo, con fundamentos que muchas veces están por fuera de las potestades de 
Ancap, que tienen que ver con lo macroeconómico y con otras variables que Ancap no maneja. Diría que sí 
hay documentos en ese sentido, pero no hay un procedimiento formal, no hay un intercambio documental 
físico formal. 


En cuanto al segundo punto, creo que el diputado Posada se refería al endeudamiento, básicamente, en la 
moneda en que uno tiene sus ingresos. Voy a complementar lo que decía la señora ministra -creo que para 
todos es obvio que el petróleo se compra en dólares- con lo siguiente: normalmente, no solo la compra de 
petróleo, sino todas las compras que hace Ancap en el exterior para sus proyectos de inversión, también para 
aquellos realmente trascendentes, son en dólares. Normalmente, cuando Ancap necesita recursos para las 
inversiones, para pagar el petróleo o para lo que sea, debe manejar la posibilidad de financiarlo a través de 
los bancos. Por supuesto, tenemos el financiamiento con PDVSA, que es comercial y en dólares, porque se 
trata de la compra de petróleo; no hay posibilidad de que sea algo distinto. Para el resto de los recursos 
financieros que Ancap necesita, normalmente y hasta hoy, todos los recursos que obtuvimos de los bancos 
nunca pudieron ser en pesos. En las distintas intervenciones que hemos tenido con los bancos a lo largo de 
todos estos años hemos logrado, principalmente, muy buenos acuerdos desde el punto de vista financiero en 
su costo, en su tasa, en su plazo, en fin, en todas las características que tiene un préstamo. Además, los 
bancos tienen un límite para prestar, impuesto por el Banco Central, que es un 15% sobre su patrimonio. 
Cuando hemos requerido recursos que están por encima de esa cota que el Banco Central les impone recurren 
a sus casas matrices, en el exterior. En ningún caso, hasta hoy -reitero y luego explicaré por qué- habían 
tenido la posibilidad de prestarnos en pesos, por esa razón: tienen límites bancocentralistas, de un porcentaje 
de su patrimonio, para poder prestar. De hecho, en Uruguay, es muy difícil que un solo banco pueda prestar 
U$S 100.000.000. Esa es una de las explicaciones. 


¿Por qué dije hasta hoy? Porque increíblemente hoy estamos manejando algunas alternativas no de uno, sino 
de varios bancos para, de alguna manera -como bien explicaba el economista Albirdi-, poder reperfilar parte 
de esa deuda de corto plazo. A mí me hubiera gustado, desde el momento en que tengo mis ingresos en pesos, 
endeudarme en pesos, pero para la realidad del mercado internacional, para la realidad de Ancap, para sus 
proyectos de inversión, para su compra de petróleo o para casi cualquiera de las actividades que hacemos 
normalmente fuera del Uruguay, es una complicación. Creo que, inclusive, la única posibilidad será que esos 
bancos terminen sindicalizándose para poder acumular los pesos necesarios para prestárnoslos. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Creo que sería importante para la Comisión, como parte de la 
fundamentación de lo que se nos ha explicado por parte del directorio de Ancap, tener acceso a la 
información o a las propuestas que oportunamente Ancap remitió al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en las distintas instancias en las que hubo aumento de tarifas. Me parece que esa es la forma 
de documentar cuál fue la actitud del directorio y cuáles fueron las decisiones que se adoptaron -de 
acuerdo con lo que se ha señalado acá, por razones que atienden, fundamentalmente, al control de la 
inflación, como una decisión política- por parte del Poder Ejecutivo. 


En cuanto al segundo punto, está claro que la moneda en la cual se va a comprar el combustible siempre va a 
ser el dólar, porque es la moneda de referencia, pero también está claro que existen posibilidades e 


instrumentos financieros, por ejemplo, el swap de monedas, para tratar de contrarrestar, precisamente, esos 
riesgos que se han asumido. Creo que para lo que tiene que ver con insumos corrientes, en cualquier gestión 
empresarial sigue siendo una política contraindicada asumir deuda en una moneda en la cual no se generan 
ingresos a largo plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos nos hagan llegar la información solicitada por el señor 
diputado Posada. 


SEÑOR CHIAZZARO (Roberto).- Agradezco la presencia de la señora ministra de Industria, Energía 
y Minería, del directorio de Ancap y demás integrantes de la delegación que nos visita para satisfacer 
los requerimientos que en su momento hizo el diputado Abdala. 


Tengo la total y absoluta convicción de que las respuestas que han dado los representantes de Ancap y la 
señora ministra han sido ampliamente satisfactorias. 


Me gustaría hacer algunas precisiones, porque a veces se deslizan opiniones que terminan siendo críticas, con 
respecto a las distintas intervenciones que se han hecho acá. Hay intervenciones que realizan quienes están 
especializados en el tema y hay explicaciones que dan quienes, actuando al comando de un equipo, dan la 
información general. Con eso quiero decir que no creo que la intervención de la ministra haya sido liviana, 
sino que la ministra forma parte de un equipo, lo dirige y los especialistas de ese equipo son los que hacen las 
precisiones. Por lo tanto, a mí me satisface y mucho la forma en que la ministra se expresó. 


En lo que respecta a la información que da la gente de Ancap, me parece relevante lo que se ha dicho en 
cuanto a que en la paramétrica no se incluyeron USS 840.000.000. Para mí, eso explica muchos de los 
resultados de los balances de Ancap. Por supuesto, tengo plena confianza en quienes integran Ancap y en 
quienes integran el Poder Ejecutivo de mi gobierno, en el sentido de que las propuestas que se han expuesto 
acá tendrán resultados satisfactorios. Avalando algunas de las informaciones que dio el señor presidente de 
Ancap con respecto, por ejemplo, al tema del cemento, creo que es importante señalar que en el diario "El 
País", donde se señalan diez puntos de discrepancia con la política de Ancap, claramente se dice que la 
pérdida en el tema del cemento es de US$ 29.000.000. Eso quiere decir, evidentemente, que el señor diputado 
Abdala no tenía la información necesaria. 


Por último, quería hacer una pregunta al presidente de Ancap en lo que tiene que ver con el precio del crudo. 
Creo que hasta ahora, y en algunas circunstancias excepcionales, esto no sucedió. Por lo general, el precio del 
crudo se maneja en función de la demanda que exista del crudo y de las posibilidades de la oferta. Pero creo 
que en el tema del crudo la posición de Ancap tiene que ser tremendamente cuidadosa. En este momento, 
estamos viviendo una circunstancia especial, donde las variaciones del precio tienen un alto contenido 
político. En ese sentido, quiero señalar la posición que está llevando a cabo Arabia Saudita para combatir el 
fracking de los Estados Unidos que, en alguna medida, nos están poniendo en una situación en la que la 
definición de los precios del crudo ya no juega más por las ofertas de mercado sino que hay otro tipo de 
incidencias, razón por la cual entiendo que cuando se fijan estas tarifas, evidentemente, hay una 
complejización del tema que antes no existía. 


Me acuerdo de un caso similar cuando, en la guerra del Sinaí, la OPEP toma una medida relevante y produce 
un cambio brutal. Creo que estamos en una situación no similar, pero en la cual uno ve que existe un 
contenido político en la fijación de los precios del petróleo. 


Por lo dicho, me doy por satisfecho con las explicaciones dadas por el equipo de Gobierno. Muy amables. 


SEÑOR RUBIO.- Explicaba en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente que ser una 
bancada unipersonal genera ciertas complicaciones, porque hay que multiplicarse. Obviamente, no 
estoy hablando como técnico ni como especialista sino como un simple ciudadano. 


La verdad es que quisiera decir que, después de lo que he escuchado acá, me puedo ir más tranquilo como 
ciudadano. Obviamente, el cúmulo de información que se volcó, sobre todo desde el punto de vista 
económico, va a exigir un estudio y asesorarnos, pero lo que vemos es una realidad concreta e inocultable, no 


ya para nosotros sino, inclusive, para voceros del propio partido de gobierno que nos están alertando sobre 
graves problemas de gestión en Ancap a partir del déficit, de las pérdidas. 


Nosotros, que fuimos militantes y formamos parte de las grandes batallas que tuvo este pueblo para defender 
la empresa pública y, en particular, para defender a Ancap, sentimos este tema con inmensa preocupación, 
porque si de algo estamos seguros es de que empresas como Ancap, UTE, AFE -si la recuperamos- deberán 
ser herramientas formidables en la construcción de un Uruguay distinto. 


Sobre lo general, tenemos pocas cosas para decir. Hemos llegado a entender que el problema del déficit no es 
solo ni fundamentalmente por el tipo de cambio ni por el costo del petróleo, sino que hay otros elementos que 
han incidido en eso. Pero sobre el tema del costo del petróleo y el tipo de cambio quisiéramos hacer una 
pregunta, para saber qué capacidad de respuesta tenemos: ¿cuánto tiempo transcurre desde el momento en 
que Ancap compra, paga el petróleo y ese petróleo se comercializa hecho combustible -nafta, gasoil-, y se 
recibe el pago? 


Con respecto a la deuda con Venezuela, se difundió con mucho énfasis que al saldarse la anterior deuda con 
un préstamo del Ministerio de Economía y Finanzas, que fue en unidades indexadas -si no me equivoco, con 
un interés de un 4%-, habíamos obtenido una quita tremenda. En realidad -quiero que me corrijan, porque se 
está hablando del mismo procedimiento-, esa quita no es real, porque terminamos pagando en unidades 
indexadas y con intereses más altos. No sé si la diferencia de US$ 25.000.000 de la que hablaba el contador 
tenía que ver con eso, pero creo que la quita no llega a esa cantidad que se definía. 


Acá se ha hablado del tema de las inversiones, sobre todo en el segundo período, como una ofensiva de 
inversiones. Estamos totalmente de acuerdo con que hay que hacer inversiones, más en una empresa como 
Ancap, pero tanto en Ancap como en una casa, uno va haciendo las inversiones en la medida en que puede y 
que las recupera. Pasó en mi pueblo, cuando hubo un auge de construcción de casas lujosas, que gente que 
construyó las tales casas pero después no las pudo usar porque no las pudo pagar. 


También se mencionó, por ejemplo, el tema de la desulfurizadora, que fue una inversión necesaria y, según 
tengo entendido, terminó costando US$ 405.000.000, superando largamente el presupuesto inicial. Un 
proyecto que había era sacar azufre y venderlo a algunas plantas de acá. ¿Eso se está haciendo? ¿Qué importe 
tenemos anualmente de una inversión que, además de mejorar la calidad del producto, nos está dando un 
rendimiento? 


Asimismo, está el tema de la planta de cal en Treinta y Tres -que visité-, con una inversión de US$ 
89.000.000. El objetivo, entre otros, era la venta de cal a Candiota. ¿Se esté vendiendo? ¿Cuánto hemos 
facturado? Me han dicho que nos han devuelto cal. ¿Esto es verdad? Porque, si fuera así, habría 
devoluciones. 


También se dijo que la inversión en biocombustibles fue de US$ 250.000.000. ¿Cuánto se ha invertido en 
ALUR de ese monto? El contrato que ALUR tiene con Ancap establece que ALUR pone el costo de los 
biocombustibles y se le garantiza una ganancia por encima, lo que nos da un costo del alcohol y del biodiesel 
muy por encima del costo de los combustibles de acá y lo que cuestan en otro lugar. ¿Hay alguna idea de 
revisar ese contrato, de cambiarlo? 


Acá también se mencionaron las inversiones en logística que se han hecho y se habló de camiones, de 
camiones tanques. Recuerdo que tuvo mucha promoción la construcción de un remolcador, el "Ky Chororo" 
y algunas barcazas. ¿Cuál fue el resultado? ¿Cuál fue la inversión, por ejemplo, en el remolcador? ¿Qué fruto 
está dando esa inversión? ¿Está funcionando? Pregunto esto porque me parece que, sin ser lo más grande, son 
las partes que nos van dando el todo cuando analizamos un resultado deficitario. 


Con relación al documento de confidencialidad, el asesor legal reconoció que puede haber algún problema de 
redacción en el texto final. Nosotros conocimos ese texto y hablamos con trabajadores, y nos parece que se 
excede largamente, diría que casi es inexplicable que se le haga firmar a un trabajador ese tipo de documento. 
Parto de la base de que empresas como Ancap -otras también-, obviamente, manejan información que debe 
ser estrictamente confidencial. Sabemos que ha habido problemas, por ejemplo, con un estudio geológico de 
Ancap, que tenía carácter confidencial, y que un jerarca de Ancap se lo entregó a un privado en un pacto de 
caballeros. Creo que esos son elementos que justifican que se tomen medidas, pero no que se ascienda a ese 
tipo de jerarca y que quede con responsabilidades en otro tipo de cosas. Pero, de esa realidad a que todos los 


funcionarios tengan que firmar un documento hasta que se mueren para todo tipo de información, nos parece 
realmente inaceptable. 


SEÑOR COYA.- Quisiera hacer una referencia al precio del crudo, que creo que no era una pregunta 
sino una serie de afirmaciones que comparto plenamente y que, evidentemente, complejizan aún más 
la posibilidad que hemos tenido siempre y que tenemos hoy acerca del precio futuro del crudo. Eso es 
así. Yo lo grafico muchas veces diciendo que mañana no sabemos lo que va a pasar. Si ustedes tienen la 
posibilidad de mirar en una pantalla de teléfono la cotización del crudo casi al segundo, se van a dar 
cuenta de que sube y baja permanentemente. 


Obviamente, las complejidades de los mercados, la oferta o la demanda se dan por ley del capitalismo. De 
todas maneras, el resto de las condiciones, inclusive la especulación en términos cuantitativos, hoy es 
bastante más grande de lo que era hace veinte años, cuando uno podía tener una idea de cuánto -además del 
precio normal por la oferta y la demanda del crudo- podía incidir en eso. La variabilidad es enorme y pueden 
pasar muchas cosas. 


Lo que quiero dejar como testimonio respecto al precio es que, a esta altura, y por los análisis que se han 
hecho, el rango del precio del crudo naturalmente "normal" -entre comillas- para productores y consumidores 
debería estar entre US$ 70 y US$ 80. Esa es la conclusión que surge de un taller que se hizo hace un tiempo y 
que, efectivamente, es una línea de trabajo que tenemos incorporada para visualizar el futuro, no el 
inmediato, pero sí el de mediano plazo. 


Con relación a las preguntas del señor diputado Rubio, voy a tratar de ir en orden. 


El tiempo en el que uno compra el crudo y lo transforma en caja al final del día es de entre 3 y 4 meses. Ese 
es el mecanismo normal promedial que hay en Ancap. Alguno de los técnicos me podrá corregir si es 
exactamente así; quizás un poco menos o un poco más, pero es así. 


Otra pregunta tenía que ver con el beneficio de la cancelación con PDVSA. La deuda era de US$ 
800.000.000, con intereses -estoy hablando de memoria-, y la cancelamos con US$ 517.000.000. En realidad, 
la operación financiera que uno tiene que pensar en ese momento es la siguiente: para ese día, uno tiene que 
calcular si es conveniente pagar una deuda de tan largo plazo con tan bajo interés y si el recurso que uno 
obtiene por pagar bajo la lógica de esa quita, es beneficioso o no. Nuestros análisis del momento dieron que 
sí; daban US$ 105.000.000 desde el punto de vista financiero -lo digo así, porque desde el punto de vista 
contable es distinto-, y el resultado contable fue de US$ 64.000.000 en el año 2012. ¿Por qué esa diferencia? 
Porque el resultado contable normalmente está afectado por utilidades que genera Ancap a través de este 
beneficio del financiamiento. ¿Qué es esto? Es la norma internacional de contabilidad N* 39, que explica que 
cuando uno toma un financiamiento en mucho mejores condiciones que la que obtendría en su propio 
mercado, esa diferencia puede, a lo largo del tiempo, ser incorporada como una utilidad para la empresa, y 
eso es así hasta el momento en que uno la termina de pagar o la cancela, como hicimos nosotros. En ese 
momento, todo lo que habíamos acumulado de utilidades por ese motivo fueron extornadas -ese es el término 
correcto contable para un asiento de esta naturaleza-, es decir, mandadas a pérdida. Entonces, la cantidad de 
dinero que venía de la mano de la quita, en la información contable es menor por esa razón, pero el beneficio 
desde el punto de vista de la cancelación anterior y del préstamo que recibimos del Tesoro, fue por el 
equivalente a los US$ 517.000.000 en unidades indexadas, a una tasa del 4% fija a 12 años. Llevamos 
aproximadamente 2 años de haber iniciado ese proceso y, aparte de lo que comenté sobre el beneficio del 
valor actual en el momento de hacer la operación -porque ese es el valor que tiene la decisión, porque yo en 
el futuro no sé lo que va a pasar, pero en ese momento la decisión fue esa-, ya tenemos beneficio por ese 
financiamiento, porque hoy, de acuerdo con las cifras nacionales del gobierno, endeudarnos en unidades 
indexadas a un plazo de 12 años y en estas mismas condiciones, nos costaría arriba del 5%. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- ¿Cuáles son las noticias para el plazo más inmediato? Se va a renovar el 
convenio pero, ¿qué va a pasar con la deuda actual? ¿De qué manera la vamos a volver a cancelar? ¿Con un 
nuevo préstamo? 


SEÑOR COYA (José).- La idea es cancelarla y los recursos están en análisis, lo digo así porque hoy no 
puedo comprometer una opinión concreta. Tenemos la posibilidad de cerrar esto. Lo digo en 


condicional porque estas cosas no terminan hasta que se cierran. Los datos respecto al impacto los dio 
el economista Albirdi. 


En cuanto a la posibilidad de la desulfurización en la planta de La Teja y con la inversión notable hecha en 
una refinería en funcionamiento, puedo decir lo siguiente. Destaco el excelente trabajo de nuestra gente para 
realizar una nueva inversión en la refinería con cuatro unidades nuevas con la planta funcionando; nunca dejó 
de funcionar la planta de La Teja y eso es absolutamente rescatable. Para cerrar el proyecto de las unidades 
que se renovaban tanto por el azufre en el gas oil como en las gasolinas, había un proyecto de una unidad 
recuperadora de azufre y la venta posterior a Isusa. La capacidad de planta para vender es de 40 toneladas de 
azufre por día y al principio fue casi colmada. Sin embargo, como en toda planta industrial, en algunas 
oportunidades tuvimos dificultades, no en las unidades nuevas sino en el complemento de las unidades que 
están en La Teja y que son viejas, y hubo que parar, por lo que no se ha podido vender toda esa capacidad a 
Isusa. Eso significa trabajo y producción uruguayos, sustitución de importaciones y que esa gente pague 
valores menores a los que hubiera pagado si importara el producto. Ahora estamos en un volumen bastante 
menor del que podemos vender, una 20.000 toneladas diarias. Influyen varios aspectos que responden a las 
necesidades del comprador y a nuestras posibilidades de producción. Hay que tener en cuenta que, por 
razones de mercado, hoy estamos comprando un crudo más dulce y, por lo tanto, no tenemos capacidad de 
producir tantas toneladas por día. Va de suyo que también es problema nuestro no producir tanto, pero esa es 
una razón mucho más importante que vender el azufre. Por eso los volúmenes han sido relativamente 
menores en los últimos tiempos. 


La nueva fábrica de cal en Treinta y Tres está en proceso de finalización de las obras; en setiembre u octubre 
la obra estaría finalizada; la fábrica anterior producía 45.000 toneladas y la nueva va a producir 150.000. 
Efectivamente, las ventas son a Candiota porque tenemos un acuerdo comercial de 10 años. La puesta en 
marcha de la fábrica será a continuación de finalizada y la producción comenzará a fin de año. El contrato 
con Candiota se mantiene. 


Me parece muy importante la pregunta sobre la devolución de la cal porque una de las principales radios del 
Uruguay, El Espectador, colgó en su portal una información que decía que la cal había sido devuelta porque 
estaba en malas condiciones. Esa información motivó una visita de la Dinama -que siempre vista la planta en 
forma sorpresiva- y obtuvimos una excelente nota en cuanto al cuidado ambiental; solo hubo un par de 
observaciones menores, ninguna referida a la cal. Asimismo, se desmintió rotundamente que un gramo de cal 
volviera a la planta. Lo que no podemos negar es que partidas de cal fuera de especificación en el primer 
momento de la planta chica no fueran rechazadas; ello significa que en Brasil, cuando llega el momento, se le 
pone al costado y no vuelve. A nadie se le ocurriría devolverla. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- ¿Eso lo pagan? 
SEÑOR COYA (José).- Obviamente, tiene una multa. 


En cuanto a las inversiones en biocombustibles, el economista Albirdi brindó datos con los que coincido. 
Creo que es bueno recordar que la política energética del Uruguay, discutida y promocionada a nivel del 
Gobierno en el año 2008 y acordada en una multipartidaria en 2010, incluía específicamente la 
diversificación de la matriz energética y encomendaba a Ancap el desarrollo de los biocombustibles, tema 
que en esos años recién comenzaba a instalarse en Uruguay. He comentado públicamente que hubo algunas 
experiencias en Paysandú, durante la Intendencia del doctor Larrañaga, cuando se desarrolló alguna planta 
industrial como proyecto piloto, pero no había mucho más que eso en aquella época. Toda la proyección de la 
diversificación de la matriz energética es conocida, pero para el caso de Ancap, la inversión fue de esa 
naturaleza. 


Por supuesto, los contratos siempre pueden ser revisados. 
Asumieron nuevas autoridades en Ancap y en los Directorios de las empresas vinculadas, como ALUR. 
Tenemos planificada una serie de intercambios con el nuevo Directorio para promover las mejoras necesarias 


en este contrato o en cualquier otra cosa relacionada con la inversión en esa empresa. 


En cuanto a la logística, muy buena parte de las inversiones que no mencionamos o que dejamos de lado 
tienen que ver con ella, que resulta absolutamente trascendente para Ancap. Ancap tiene un sistema logístico 


que complementa con el puerto que tenemos en Buenos Aires, en Campana, que es de radical importancia a 
la hora de mover los combustibles, su materia prima o los derivados, para las plantas del interior. ¿Por qué? 
Por los ahorros que se logran con estos mecanismos de logística, mucho más eficientes que el transporte de 
camiones. Se invirtieron US$ 12.500.000 en dos barcazas y un remolcador pero, lamentablemente, este 
último, si bien está en nuestras manos -luego de haber estado en el SCRA, el astillero nacional cuyo 
desarrollo acordamos promover- todavía tiene algún inconveniente. Las dos barcazas están circulando por el 
río desde hace mucho tiempo y nos han permitido ahorros importantes en logística. Esperamos que el 
remolcador forme parte del mismo proyecto. 


Respecto al documento de confidencialidad, solo quiero agregar que me quedo con las palabras del escribano 
Rafael Brum y del doctor Bianchi. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, corresponde tratar los temas planteados por el señor 
Diputado Verri sobre la remoción de gerentes de UTE, el avance de la obra de ciclo combinado de 
Punta del Tigre y la situación de la planta regasificadora. 


SEÑOR VERRI (Walter).- Agradezco a las autoridades su presencia. 


Lo que nos mueve es conocer la realidad de lo que está pasando en el país en un tema tan importante como el 
de la regasificadora. Sabemos que se está negociando y que, seguramente, no sea conveniente que las cosas 
trasciendan. Leí atentamente las manifestaciones de la señora ministra vertidas en el Senado unos veinte días 
atrás; fue muy escueta y no la critico, simplemente espero que hoy tengamos algunos avances porque se trata 
de una obra con la que todos estamos de acuerdo pero nos genera muchas dudas; mucho más a los que no 
somos técnicos sino representantes de la ciudadanía. 


Esto comenzó con el ministro Roberto Kreimerman, con quien compartimos muchas horas en esta Comisión 
en el año 2010. Entonces, se argumentaba sobre la necesidad de cambiar la matriz energética del país y hubo 
un acuerdo cuando asumió el ex Presidente Mujica, que fue de los que más se cumplieron. Personalmente, 
compartí la política del Director Nacional de Energía y se lo dije en muchas oportunidades, como consta en 
las versiones taquigráficas. Hubo una licitación por la cual la empresa que ganara debía comprometerse a 
construir la planta sobre el Río de la Plata, frente a la zona oeste de Montevideo, realizar el gasoducto de 
conexión y operar el proceso industrial; su pago sería a través del canon, asociado a los millones de metros 
cúbicos de producción que tendría la planta. Se estimaba que la inversión superaría los US$ 1.200.000.000. 
El Ministro Kreimerman afirmaba que los trabajos terminarían en el año 2013, pero los procesos licitatorios 
demoraron y no fue así. Para este proyecto, se formó Gas Sayago S.A., que conforman UTE y Ancap. La 
ganadora de la licitación fue GNLS, que está ejecutando las obras que están paralizadas. Ese consorcio, 
integrado por Gaz de France y por la japonesa Marubeni, luego cambió el nombre y se le permitió formar 
otra empresa para este proyecto. Eso nos generó sospechas en cuanto a que con eso se buscaba evitar el pago 
de impuestos de la casa matriz en Europa. Además, la empresa ganadora, GDF, no firmó el contrato -lo hizo 
la empresa conformada- ni brindó una fianza solidaria de la empresa madre con la que terminó creándose 
para firmar el contrato, es decir, GLN Montevideo; sin embargo, UTE y Ancap sí lo hicieron. Eso también 
nos genera dudas. Hay que tener en cuenta que esta regasificadora es de las obras más costosas que ha 
encarado el país. El Estado uruguayo asumió una garantía soberana por el posible incumplimiento de UTE en 
este proyecto. Gas Sayago S.A. opera bajo el Derecho privado y no está sujeta a los controles del Tribunal de 
Cuentas. Antes de adjudicar la obra, el Gobierno pidió informes a algunas consultoras internacionales que 
aconsejaron cosas que después no fueron tenidas en cuenta a la hora de la adjudicación. Se eligió una oferta 
más cara y según el informe de Gas Sayago S.A., el canon de la empresa adjudicataria era de unos US$ 
15.000.000 y se negoció en algo más de US$ 14.000.000 y hoy eso se está rediscutiendo. 


Por otro lado, nuestros asesores nos dicen que el proyecto eólico, que ha tenido un desarrollo importante para 
bien del Uruguay, no sería compatible con la regasificadora, al menos con el desarrollo que hoy está 
teniendo. El plan energético original aprobado por todos los partidos políticos establecía una generación de 
300 megavatios eólicos, a los que habría que sumar 180 megavatios de biomasa provenientes de la planta de 
celulosa y de las que aprovechan residuos forestales; pero al final de este período vamos a tener 1.500 
megavatios de energía eólica operativa. Algún año extremadamente seco solamente necesitaríamos 1.200.000 
metros cúbicos de gas para solucionar el problema. Asimismo, en un año con déficit hidráulico, solo con 
100.000 metros cúbicos de gas naturales serían suficientes para llevar adelante los requerimientos del país. 


Sin embargo, estamos contratando una obra por 10.000.000 de metros cúbicos de gas. Todo eso nos genera 
dudas. 


Actualmente, las obras están paradas por razones técnicas, por el costo de las obras, lo que llevó a que la 
empresa GNLS, encargada del desarrollo de la gestión rescindiera el contrato a la empresa OAS. El 
presidente de Gas Sayago S.A., ingeniero César Briozzo, firmó un acuerdo con el Sunca por el cual se hace 
cargo del pago de la compensación parcial de unos 200 trabajadores despedidos por la empresa brasileña y 
que no contaban con los jornales suficientes para acceder al subsidio por desempleo, aún cuando un informe 
que se solicitó a un estudio contable indicaba que sería difícil tener éxito en caso de reclamar a GNES lo 
pagado a los obreros. En conclusión, Gas Sayago S. A. pagará el equivalente al subsidio por desempleo de los 
próximos diez meses, lo cual representaría unos cuarenta a cincuenta millones. El acuerdo con el Sunca no 
pasó por el Directorio de UTE y fue ratificado por mayoría una semana después. La pregunta que surge es: 
¿por qué financiar compensaciones que dudosamente podremos repetir contra el responsable de todo esto 
cuando, según los contratos firmados, tenemos garantías y saldos a pagar que podríamos retener para hacer 
frente a los compromisos y derechos de los trabajadores? La empresa realizó una propuesta por la que quería 
extender el plazo a 20 años en lugar de 15 años y aumentar el canon a US$ 20.000.000, o cual fue rechazado, 
con buen criterio, por el Presidente Vázquez. Estamos totalmente de acuerdo con esa decisión del señor 
Presidente. Algunos analistas entienden que a esta altura al consorcio multinacional le sirve más que se le 
ejecute la garantía de US$ 100.000.000 que hacer frente a la continuación de las obras. 


Quisiera que la ministra nos dé un panorama de la situación actual y si ha habido avances desde su visita al 
Senado. ¿Cuál es la situación del avance de obra? ¿Se ha constatado ya la figura de incumplimiento por parte 
de la empresa adjudicataria? ¿El gobierno maneja alternativas? ¿Está en curso una renegociación con GNLS 
para que presente una empresa contratista nueva? En caso de ser así, ¿está programado seguir el diagrama 
inicial del proyecto? ¿Está planteada la posibilidad de un proyecto diferente en caso de que el Gobierno 
decidiera ejecutar la garantía y no seguir con la empresa contratista? 


Cuando se decidió hacer esta inversión, había un informe de la Dirección Nacional de Energía que se basaba 
en la hipótesis de la necesidad energética de una empresa cuya concreción hoy es dudosa: la minera Aratirí. 
En el análisis, para tomar la decisión de realizar una inversión en una regasificadora de este volumen, estaba 
el proyecto de Aratirí. ¿Se ha evaluado qué sucedería si esta empresa decidiera no llevar adelante la 
explotación de hierro en el país? También estaba la alternativa de vender el resto del gas a Argentina a través 
del gasoducto o de la energía eléctrica. ¿Existe algún contrato o compromiso al respecto? 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Voy a brindar un brevísimo marco 
general. 


Gas Sayago S.A. y GNLS tienen un contrato que debe cumplirse y la posición del Gobierno es respetarlo y 
hacerlo respetar. Esa es la posición que he expresado más de una vez. Ese es el marco en que la empresa se 
va a mover. 


Unas semanas atrás, GNLS sometió a consideración de Gas Sayago S.A. un nuevo contratista que fue 
analizado con una serie de procedimientos y requerimientos y al día de hoy la novedad es que fue aprobado y 
Gas Sayago S.A. espera el nuevo cronograma que GNLS debe presentar para cumplir el mismo contrato. No 
se está renegociando el canon ni nada. Hay un contrato con el cual nos vamos a regir. Esa es la situación. 


SEÑOR VERRI (Walter).- Veo que la señora ministra sigue siendo muy escueta en sus explicaciones. 


Está claro que hay una nueva empresa contratista; no voy a preguntar el nombre porque tampoco interesa 
demasiado. Luego haré un pedido de informes para saber sobre qué bases de confiabilidad se decide seguir 
adelante con esta nueva empresa. Evidentemente, no hay cambios en el proyecto original y se va a seguir con 
el contrato y con el tamaño de la regasificadora inicialmente planteado. 


Me queda la duda en cuanto a si al no haber certeza sobre el proyecto de Aratirí y sin tener un comprador tan 
firme se sigue justificando semejante tamaño de regasificadora. Tampoco me quedó claro si está firme la 
compra del sobrante por parte de Argentina y Brasil. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Como es sabido, existe una ley 
sobre minería de gran porte que establece una serie de condiciones. En este momento, está vigente el 
plazo correspondiente y, por lo tanto, el Gobierno no está en condiciones de decir que Aratirí cayó. Hoy 
no tenemos ningún dato concreto que nos permita hacer ningún juicio sobre el proyecto Aratirí. 


En cuanto a la venta a Argentina, Uruguay no tiene un contrato firme de venta de gas; además, los temas de 
comercio internacional son complejos, no se resuelven de un día para otro y dependen de múltiples factores. 


SEÑOR PERDOMO GAMARRA (Alberto).- Tanto en esta Comisión como en todos los despachos 
hemos tenido un desfile de las empresas subcontratistas y de trabajadores, por lo que imagino que lo 
escueto de las declaraciones tendrá que ver con alguna negociación que debe estar por concretarse. Sin 
embargo, nos resulta casi obligatorio preguntar sobre el estatus de estas empresas. Tanto los 
empresarios como los trabajadores han planteado sus preocupaciones porque desde enero han sufrido 
incumplimientos de toda naturaleza en una obra que, por su envergadura, ha movido el mercado local 
en el área de las subcontrataciones. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Quizás no quedó claro que el 
conflicto y el reclamo de los trabajadores fue solucionado por GNES en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social; inclusive, hay comunicados públicos al respecto. 


Las empresas subcontratistas de OAS constituyen un caso que se debe resolver en el ámbito privado. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Creo que estamos frente a un problema importante que -lo digo con total 
convicción y franqueza- espero que el país pueda resolver. Todo lo que tendría de bueno que esto se 
resolviera satisfactoriamente lo tendría de malo si llegara a complicarse y si la consecuencia fuera la 
rescisión del contrato y un litigio entre el Estado y su concesionario. Lo digo francamente. He 
analizado el pliego licitatorio, sobre todo el contrato, sus cláusulas, los anexos y las garantías que el 
Estado uruguayo otorgó y todo ello me genera preocupación en términos de las consecuencias que esta 
situación podría arrastrar. La empresa ha incumplido, más allá de que ahora se ponga al día. 


El Gobierno hace bien y lo apoyo cuando se propone hacer cumplir el contrato en todos sus términos y 
ejecutar la garantía de US$ 100.000.000 que está prevista. Mi gran preocupación es que esto no sea suficiente 
para proteger el interés del país en un escenario -que sería el peor de todos- de abandono de GNLS del 
cumplimiento de sus obligaciones y de un eventual litigio posterior. ¿Por qué? Porque algunas cláusulas son 
preocupantes y tienden a establecer garantías para el concesionario y no para el Estado uruguayo, que 
termina asumiendo todos los riesgos. Por ejemplo, hay una cláusula que establece que en caso de 
incumplimiento y de rescisión del contrato, para hacerse de los activos transferibles -de lo que ya se lleva 
construido de la planta- el Estado uruguayo tendría que pagar las obligaciones de GNLS frente a terceros, es 
decir, quienes financiaron la obra. La fianza solidaria que extendieron UTE y Ancap, a mi juicio, es de una 
enorme amplitud. La garantía soberana del Estado refuerza esta situación en términos bastante ilimitados y, 
tal como está redactada, creo que va más allá de las obligaciones de Gas Sayago S.A. Creo que en una 
situación de conflicto -ojalá no ocurra-, si hubiera un incumplimiento de las obligaciones de GNLS con el 
Estado uruguayo y por lo tanto con quien le haya prestado el dinero para ejecutar la obra, un tercero podría ir 
contra el Estado uruguayo. Creo que la señora ministra fue muy escueta y que si no tiene más noticias o si no 
se avanzó más de lo que ella informó, así será. Es lo que tiene que hacer: decirnos las cosas en la etapa en la 
que se encuentran. 


La señora ministra dijo que el concesionario presentó un nuevo contratista a Gas Sayago, y esa es una buena 
noticia. Según la señora ministra, se espera una nueva programación del concesionario para la ejecución de la 
obra. Descuento que esa nueva programación no implicaría sobrecostos para el Estado uruguayo o la 
asunción de nuevas obligaciones en términos de la extensión del canon y de su monto. Entonces, aplicando 
una lógica cartesiana, si esto es así, podemos deducir que el concesionario estaría en la actitud -por lo menos 
admitiría la posibilidad- de presentar una programación sobre la base de incorporar un nuevo contratista que 
no represente modificar las condiciones económicas del negocio. Es decir, la nueva programación sería algo 
para el tiempo de ejecución, más allá de noviembre de 2016. 


Con respecto a esa nueva programación ¿el contratista sigue pensando en que representa nuevos costos? 
Habría sobrecostos por la detención de la obra y por las dificultades que hubo en el dragado del canal de 
acceso a la planta regasificadora, que la señora ministra conoce bien. ¿Todo eso lo asume el concesionario? 
¿Esa nueva programación no implica costos adicionales para el Estado? ¿El concesionario sabe eso y lo 
acepta? 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Yo dije cronograma, no 
programación. Lo aclaro porque un cronograma tiene que ver con una planificación en el tiempo de 
acciones a tomar para que se cumpla el contrato. 


Insisto en que el Gobierno y la empresa Gas Sayago están amparados en un contrato complejo y no podemos 
analizar las cláusulas por separado. No soy abogada, pero muchos profesionales me hablaron sobre la 
integridad de las condiciones. Creo que hay signos positivos porque GNLS arregló con los trabajadores, 
asumió su responsabilidad -de acuerdo al marco normativo uruguayo- y presentó un nuevo contratista que fue 
analizado y aprobado por Gas Sayago. Por lo tanto, la empresa está esperando un nuevo cronograma, para 
que se cumpla el contrato. 


SEÑORA SUÁREZ (María del Carmen).- Estas pequeñas y medianas empresas subcontratadas en su 
momento por OAS Sociedad Anónima, ¿se quedan sin respuesta por parte del Estado uruguayo? Usted 
dijo que era un tema entre privados. El Estado promocionó el proyecto, lo alentó y no hay ninguna 
chance de contemplarlas. Digo esto porque se trata de empresas endeudadas en US$ 15.000.000 que 
corren el peligro de cerrar. Si bien usted dice que la parte laboral de los trabajadores se solucionó, 
estas pequeñas empresas quedan sin respuesta. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Por supuesto que nadie, por un 
tema de sensibilidad profunda -no de sensiblería-, está contento con que una empresa como OAS haya 
atravesado tantos problemas. Sucede que hay un marco normativo vigente y el Gobierno obrará en 
consecuencia; todo lo demás está sujeto al libre ejercicio empresarial. 


SEÑOR CHIAZZARO (Roberto).- La plaza uruguaya se caracteriza por su tamaño reducido. Las 
empresas que trabajaron como subcontratistas, cuando estuvieron en la Comisión nos explicaron que 
prácticamente eran las únicas capacitadas para prestar ese servicio. A veces, lo ideal es no poner la 
carreta delante de los bueyes. 


El Gobierno pretende que la empresa francesa cumpla con sus obligaciones. Acá parece que va a haber un 
reinicio de las obras. Entonces, da la sensación de que tendrían que apelar a los mismos subcontratistas, 
porque en el mercado uruguayo no hay tanto personal capacitado. 


Como bien señalaba el señor diputado Abdala, estamos recibiendo respuestas positivas del Gobierno. Como 
se supone que van a tener que tomar a los mismos subcontratistas y pagar las deudas, vamos a esperar hasta 
ese momento para tomar las medidas necesarias dentro del marco del derecho privado y luego empezar a 
preocuparnos. 


Señalo mi alegría porque Gas Sayago pueda reiniciar las obras con otro cronograma, a través de una muy 
buena negociación con el Gobierno. 


SEÑOR VERRI (Walter).- La respuesta de la señora ministra fue concreta. El Gobierno va a hacer 
cumplir el contrato y esperemos que con el reinicio de las obras al Uruguay le vaya mejor. Creo que 
nos mueve a todos el mismo sentimiento de que esto se pueda concretar de la mejor manera posible, 
más allá de las dudas que planteamos al principio y que todos tenemos sobre una inversión de este 
tamaño. 


Tengo algunas preguntas con relación a la usina de ciclo combinado que se está construyendo y que, de 
alguna manera, será abastecida por este gas que va a generar la regasificadora. ¿Cuál es el tiempo de atraso 
que tienen respecto al cronograma original para la instalación de la primera de las dos turbinas de la central? 
¿Cuándo se estima que finalice completamente el proyecto y cuál era la fecha originalmente pautada? 


También quiero saber cuál sería el costo final estimado a la fecha y si presenta algún desvío respecto de lo 
ofertado en la licitación. Por último, ¿se aplicaron multas a la empresa adjudicataria en función del atraso de 
las obras? 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Efectivamente, la obra tiene 
atrasos. 


Voy a pedir al señor presidente de UTE que conteste las preguntas. 


SEÑOR CASARAVILLA (Gonzalo).- Si bien todo se habla con el contratista, de acuerdo con la mejor 
estimación de UTE estamos en un atraso de diez meses. 


Básicamente, todo se retrasa en consecuencia. La primera turbina estaba prevista para mayo y se calcula que 
se construya en abril de 2016. La segunda turbina debería estar pronta para setiembre del próximo año. 
Estaríamos a catorce meses del cerrado del ciclo. 


Con respecto a la aplicación de las multas, de acuerdo con lo previsto en el contrato hay determinados hitos, 
a partir de los cuales se cobra multa. Uno de los hitos era la construcción de la primera turbina para mayo; a 
partir de ese mes se comenzó a cobrar multas. También se van pagando hitos. Para ejemplificar, debo decir 
que en estos días pagamos US$ 75.000.000 de los que, por diferentes hitos, descontamos US$ 10.000.000 por 
concepto de multas acumuladas. Al día de hoy, la multa está en el entorno de los US$ 300.000 diarios. 


Es bueno señalar que esas multas están estimadas para resarcir el lucro cesante, es decir, el daño ocasionado 
por el retraso. Entre otras cosas, cubre con suficiente razonabilidad -de hecho, con exceso- el alquiler de las 
máquinas que tenemos instaladas en Punta del Tigre y en La Tablada para garantizar el abastecimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda por considerar el tema referido a la remoción de los gerentes de área 
de Generación y Comercial de UTE y el punto relativo a la preocupación planteada por el señor 
diputado Ayala en cuanto a las demoras en los trámites relacionados con la producción de ágatas y de 
amatistas en el departamento de Artigas. 


SEÑOR VERRI (Walter).- Quiero referirme a la remoción de dos gerentes por parte del directorio de 
UTE y a la decisión de unificar dos gerencias en una sola. 


No voy a hacer el raconto de cómo se llegó a esto, ni voy a hablar del proyecto de recursos humanos de UTE, 
del plan Bambú -que comenzó en 2008-, del nuevo modelo de gestión que está en vigencia o de la resolución 
del directorio de 2014, aprobando un nuevo manual de gobierno corporativo; tenemos toda esa 
documentación en nuestro poder. 


En definitiva, ¿por qué se resolvió remover de sus cargos a los gerentes de área de Generación y Comercial? 
¿Cuál fue el criterio para designar al economista Daniel Larrosa en el cargo de gerente de Generación? ¿Qué 
cargo ocupaba el economista Larrosa en UTE al momento de ser designado en el área de generación y cuál es 
su experiencia en materia de generación eléctrica? Los cambios que promueven la remoción de estos dos 
gerentes y la fusión de las áreas, ¿fueron sugeridos en el marco de la reestructura de la empresa? ¿De dónde 
surgió la iniciativa de proceder a los cambios en cuestión? ¿Cuál es la opinión de la gerencia general respecto 
de los cambios propuestos, si es que fue consultada? 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Como corresponde al Ministerio, 
nosotros no revisamos el contenido de las resoluciones de las empresas públicas porque hacen a 
cuestiones de su autonomía, pero analizamos su legalidad. 


En cuanto a la interrogante relativa al marco normativo que permite a UTE tomar estas decisiones, quiero que 
la responda la señora directora general del Ministerio. Voy a solicitar que el señor presidente de UTE hable 
sobre los aspectos referidos a la parte cualitativa de las preguntas. 


SEÑORA CARDONA (Fernanda).- Es importante aclarar que las decisiones de UTE fueron tomadas 
en el marco de su Ley Orgánica, vigente desde 1981; esto también lo aclaramos en la comisión del 
Senado cuando tuvimos que tocar el tema. Toda la normativa está disponible, es pública, obviamente, 
por ser normativa vigente. Hicimos la aclaración de que en el caso de las designaciones de alta gerencia 
llevadas a cabo en UTE, de acuerdo con la Ley Orgánica, estaban habilitados normativamente para 
que fueran de esa manera. Por lo tanto, los cambios y las designaciones fueron absolutamente acordes 
a derecho y en el ámbito de la Ley Orgánica del organismo. 


Esa fue la aclaración que hicimos desde siempre. Partimos de esa base, porque en algún momento se nos 
preguntó y también fue manejado en la prensa que había sido un tema ilegal, o que no tenía que ver con el 
marco de derecho. Esa es la primera aclaración que hacemos: la normativa existe desde 1981 y las 
designaciones de UTE se hacen de la misma manera desde esa fecha; no hay ningún cambio en cuanto al 
procedimiento. 


SEÑOR VERRI (Walter).- En la resolución de directorio 14/8/73, se aprueba el Manual de Gobierno 
Corporativo. En el punto 4.7, relativo a la designación de cargos gerenciales, se establece que el 
procedimiento para la asignación de cargos gerenciales se realiza mediante el proceso de selección en el 
marco del compromiso de gestión asumido por la empresa, ofreciendo las máximas garantías a los 
aspirantes. ¿Esto se cumplió? 


SEÑORA CARDONA (Fernanda).- Sin duda. No cambia en nada lo que les acabo de decir. El marco 
vigente a los efectos de las decisiones de los funcionarios de UTE está en la Ley Orgánica de UTE. 
Obviamente, todas las decisiones y resoluciones de directorio están acordes a esa Ley Orgánica y la 
respetan. Lo que ocurrió fue que con resoluciones posteriores se ha modificado, porque el directorio ha 
entendido que ha limitado la forma de lo que establece la Ley Orgánica. En este momento, no tengo el 
texto; capaz que el presidente de UTE me puede ayudar. Lo cierto es que lo establece directamente, es 
decir, separa la alta gerencia de la carrera funcional. Eso está vigente desde 1981. No se modificó. Lo 
que el señor diputado nombra son resoluciones posteriores que, en todo caso, establecen algún 
procedimiento que el directorio cursó en alguna resolución pero que, en realidad, no va en contra de lo 
que establece la Ley Orgánica de UTE. 


SEÑOR VERRI (Walter).- Entonces, no se aplicaron las resoluciones que los sucesivos directorios de 
UTE fueron tomando para la forma de seleccionar su personal y sí se aplicó la Ley Orgánica del año 
1981. 


(Interrupciones) 


———¿No es así? Discúlpeme, si no es así. Yo entendí eso. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Como ustedes saben bien, el marco 
normativo vigente está compuesto por una gran cantidad de disposiciones, en particular, por la ley 
orgánica, resoluciones de directorio, decretos, leyes. Lo que está explicando, creo que muy bien, la 
doctora Cardona es que la resolución de UTE estuvo ajustada a derecho. 


SEÑOR CASARAVILLA (Gonzalo).- Reafirmo que el directorio ha tomado las decisiones en el marco 
de lo establecido y que no hay ningún tipo de cambio con respecto a lo que ha sido la política y la 
práctica en la empresa. Inclusive, con respecto al documento que el señor diputado refiere, relativo a 
los procedimientos de selección, podemos decir que es efectivamente así. 


Como bien se dijo, de acuerdo con lo que establece el artículo 63 de la Constitución de la República, en el 
año 1981 se elevó el Estatuto del Funcionario de UTE, aprobado por Decreto N* 158 del año 1981, que es el 
que rige la designación de las responsabilidades en los puestos de trabajo en la empresa. Cabe hacer notar lo 
visionario que fue ese estatuto de UTE del año 1981, ya que establecía claramente una diferenciación de 
procedimientos entre los puestos de mandos medios hacia abajo y mandos medios hacia arriba. Se establece 
que la carrera funcional y el ascenso son para los funcionarios hasta los mandos medios y para los cargos 
medios hacia arriba, en el artículo 53 del estatuto, se establece que el directorio determinará los 


procedimientos por los cuales se hará la asignación de la responsabilidad a cada uno de los funcionarios. 
Fíjense que, inclusive, en ese artículo 53 se prevé que si el directorio no encuentra entre sus funcionarios, 
dentro de los mandos medios hacia arriba, personas con las competencias adecuadas, puede traer terceros, o 
sea, gente de afuera de la empresa. Inclusive, si en el caso de mandos medios hacia abajo, luego del proceso 
de selección tampoco encuentra una persona con el perfil adecuado, puede extender esa contratación a 
personal externo a la empresa. 


Esa no ha sido la práctica en UTE; siempre se ha optado por priorizar a los funcionarios. Esto también sucede 
en el caso del personal de mandos medios hacia arriba; hasta donde me consta, no tenemos ningún gerente 
que no haya sido seleccionado entre los funcionarios de la empresa. 


Por lo tanto, entre todo lo hecho y lo escrito hay una coherencia. Por supuesto, hay que analizar los 
documentos con detalle, pero puedo asegurarles que, hasta donde hemos podido estudiar, estamos haciendo 
todo con total normalidad. De hecho, si uno revisa simplemente la historia de los últimos treinta años -a 
cuyos registros pude acceder- en cuanto a la selección de la alta gerencia de la empresa, de los gerentes de 
área, puede apreciar que se ha llevado a cabo mayoritariamente por los mismos procedimientos que hemos 
utilizado en estos casos. 


Volviendo a la pregunta con respecto a la motivación de los actos, tengo que hacer una aclaración. La única 
encomendación que fue modificada fue la de gerente de área; no ha habido otros cambios de encomendación. 
¿Por qué digo encomendación? Porque, como les decía, la forma en que mayoritariamente se ha canalizado la 
asignación de responsabilidades en los puestos de trabajo ha sido por encomendación de funciones. Es una 
forma que está prevista en el Estatuto; es usual. Estamos hablando de una sola área que fue objeto de esto: el 
Área de Generación. 


También se preguntaba sobre la unificación de dos áreas de la empresa. Esto fue a sugerencia de la Gerencia 
General y se encuentra a estudio. Oportunamente, se expedirán los equipos técnicos de UTE y asesorarán al 
directorio respecto a la oportunidad o no de esa propuesta que hace el gerente general. 


Por tanto, nos tenemos que centrar en la pregunta concreta, que es la motivación del acto de cambiar la 
encomendación de funciones de lo que es la responsabilidad de la gerencia del Área de Generación. Lo que 
puedo traer como referencia es la resolución que toma el directorio de UTE, que se inscribe dentro de lo que 
es una política de renovación generacional de los cuadros gerenciales y que en uno de sus considerandos 
establece que algunas áreas de la actividad de la empresa, tanto en materia de estrategia del negocio como 
tecnológica y de procedimiento de gestión, exigen una impostergable respuesta, por lo que se entiende 
adecuado iniciar de inmediato ese proceso de renovación de algunos de los cuadros de alta gerencia 


En otro de los considerandos se señala que el Area de Generación es una de ellas y, allí, se alude a desafíos 
que pueden resumirse en lo que luego voy a comentar. 


Quiero resaltar que esta es una resolución tomada por unanimidad de los directores, en el convencimiento de 
que teníamos que avanzar en una renovación generacional de los cuadros gerenciales, que identificábamos 
que en la gerencia de área debíamos trabajar precisamente en ese aspecto, asociado a los nuevos desafíos que 
tiene la empresa, entre otras cosas, por el cambio de la matriz eléctrica. 


En ese sentido, la motivación del acto en los considerandos refería, por ejemplo, a que uno de los desafíos 
que se tiene en esa responsabilidad -en ese puesto de trabajo- tiene que ver con la planificación y la 
renovación de la matriz de generación, en estrecha colaboración con la planificación general que se hace en 
la empresa, participando activamente en la formulación y optimización de los modelos de negocios, en los 
cuales nos va la vida porque, precisamente, asociado con el cambio de la matriz eléctrica vamos a tener que 
mover el cuerpo respecto a los nuevos modelos de negocios, lo que se llama gestión de la demanda, redes 
inteligentes. Ya no es un tema de si la máquina anda o no; es una cuestión de modelos de negocios, 
precisamente, para colocar la energía que va a tener una forma diferente a la tradicional y convencional. Por 
tanto, modelos de negocios asociados a la gestión y a la demanda, incorporando el gas natural y las ventas 
regionales: ese es el desafío que tiene el Área de Generación. Por supuesto, tiene que ver con consolidar una 
serie de desarrollos en la creación de parques eólicos en modalidades nuevas. El ejemplo de Pampa no es más 
ni menos que una de las cosas de las que estoy hablando, así como lo será Valentines y Arias, y como lo están 
siendo las distintas modalidades de negocios que estamos concibiendo. 


No es casualidad que el que lideró el equipo que se armó en UTE, en representación de Presidencia de UTE, 
fuera el economista Larrosa. Si me preguntan respecto a las motivaciones por las cuales seleccionamos a este 
destacado profesional para esta responsabilidad, simplemente tengo que decir que el señor Larrosa es un 
funcionario de carrera que ingresó en el año 1993 en la empresa y que ha desempeñado diferentes 
actividades; es economista de profesión, especializado en economía de la energía, regulación, planificación y 
econometría. Estamos hablando de una persona que hace mucho tiempo que está en estas cosas. En su 
momento, trabajó en la Dirección Nacional de Energía, precisamente, armando y concibiendo la nueva matriz 
eléctrica, trabajando en el tema de energías renovables. Ahora, con la gestión de la demanda, el gran desafío 
es hacer que esas energías renovables se conviertan en nuevos negocios. Como ya dije, lideró, en 
representación de Presidencia, el equipo ad-hoc que se armó para sacar adelante proyectos como el que 
mencioné, de Pampa, todo lo que fue la negociación y puesta en funcionamiento de esos proyectos. Estamos 
hablando de algo así como 420 megavatios. 


Por tanto, aquí no estamos haciendo nada menos ni nada más que cumplir con nuestra responsabilidad, como 
directorio, de identificar desafíos y tratar de encomendar la tarea a las personas que entendemos que tienen 
las competencias para llevarlas adelante, por supuesto, en el marco de la ley y las reglamentaciones que 
nosotros mismos nos hemos dado, que creo que son muy buenas, muy flexibles y, además, de avanzada. 


Reitero que, hasta ahora, nunca hemos tenido que recurrir al mercado externo de terceros para asignar la 
responsabilidad de gerentes o de cualquiera de los cuadros operativos tácticos o gerenciales. 


SEÑOR VERRI (Walter).- Gracias por la explicación. 


Quiero solicitar una aclaración para que conste en la versión taquigráfica. El presidente de UTE se refiere a 
que la resolución fue aprobada por unanimidad del directorio. Entiendo que el miembro de la oposición 
todavía no estaba integrado a ese directorio, ¿verdad? 


SEÑOR CASARAVILLA (Gonzalo).- La resolución de la cual he dado cuenta fue votada por la 
unanimidad de los miembros del directorio en lo que refiere a estos puntos. Éramos cinco los 
integrantes, entre ellos, el representante de la oposición, el señor Luis Pereira. Cabe aclarar que esta 
resolución se votó desglosada y que lo único que no votó el señor Luis Pereira fue la designación del 
economista Larrosa. La resolución en el sentido de que debíamos hacer cambios, que teníamos que 
hacer un cambio generacional y un cambio en la gerencia del Área de Generación, porque estos eran 
los desafíos, sí fue votada por unanimidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar al último punto, relativo a la explotación de piedras 
semipreciosas en el departamento de Artigas. 


SEÑORA MORAES (Wilma).- Agradezco a la señora ministra por su presencia. 


Simplemente, voy a tratar de resumir algo que el diputado Ayala ya había planteado a la Comisión. Me 
refiero al enlentecimiento de los trámites en Dinamige, que antes se podían hacer directamente. El señor 
diputado Ayala pidió una entrevista con la directora de la Dinamige para plantear este tema y le asignaron la 
fecha 15 de abril para concretarla, pero el día 14 le avisaron que debía tratar esto directamente con la 
ministra. Precisamente, nos referimos a los trámites que tiene que hacer las empresas vinculadas a la minería 
de ágatas y amatistas en Artigas. Todos conocemos la distancia que hay entre nuestro departamento y la 
capital, adonde vienen a hacer los trámites, que son bastante extensos y se cree que esta burocracia se ha 
enlentecido aún más desde -por lo menos son los planteos que nos han hecho- el cambio de autoridades. Hay 
una burocracia mayor que fue frenando y perjudicando a un sector como la minería de ágatas y amatistas de 
nuestro departamento de Artigas. 


Otro de los planteos que nos hacen es que el ficto no es acorde con la realidad del mercado. Creemos 
conveniente -estamos de acuerdo con lo que nos piden- que la señora ministra de Industria, Energía y 
Minería, la directora de la Dinamige y el director de Dinapyme nos pudieran visitar en algún momento para 
ver la realidad de departamento, tal como lo hizo un grupo de diputados y senadores, que vieron de cerca el 
potencial que tenemos y a lo que se puede llegar. 


Si bien en su momento la minería del departamento tuvo su auge, reitero que hoy se ve un poco enlentecida 
por los trámites que vienen a hacer aquí y cuando vuelven a Artigas les dicen que falta determinado 
documento o determinada firma; a eso se refería el diputado Mario Ayala. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA (Carolina Cosse).- Efectivamente, 
cuando visité por primera vez esta Comisión de Industria, Energía y Minería, el diputado Mario Ayala 
planteó esa inquietud. Recuerdo que en ese momento le expresé mi preocupación y mi ocupación no 
solo por agilizar sino transparentar lo más posible todos los trámites que tuvieran que ver con minería. 
Precisamente, estamos haciendo un estudio y un análisis para informatizar y transparentar -es decir, 
publicarlos en la web- todos los trámites de Dinamige, pero eso nos va a llevar un tiempo. 


Como el señor diputado Mario Ayala lo planteó, nos reunimos con el equipo de Dinamige, que hizo un 
relevamiento de la cantidad de solicitudes atrasadas que había, encontrando unas 80 correspondientes al año 
2014, y 3 al año 2015. En este momento, el equipo se está ocupando de acelerar esos trámites porque 
coincido en que debemos luchar contra la burocracia. Con esta acumulación que hemos recibido del año 
2014, lo vamos a hacer con los mecanismos que tenemos y, de aquí en adelante, informatizando mucho más 
los trámites porque, además del tema de la distancia y de la incomodidad de tener que viajar, realizar los 
trámites por internet va a ser de gran ayuda; no creo que se puedan realizar en su totalidad, pero sí una gran 
parte. 


Con respecto a la visita a Artigas, por supuesto que vamos a ir. Lo único que hay que hacer es acomodar la 
agenda, pero por supuesto que vamos a ir. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No voy a reiterar el agradecimiento a las autoridades porque -lo dije al 
principio-, más allá de las enormes diferencias que notoriamente tenemos en varios temas, 
particularmente en el tema Ancap, creo que hay que valorar la presencia de la señora ministra y de 
todos los demás jerarcas. Pero omití -quiero reparar esa omisión- destacar su labor, señor presidente, 
no solo en el desarrollo de esta reunión sino en todas las etapas previas de coordinación a los efectos de 
facilitar que esta sesión se llevara a cabo en tiempo y forma y de que hoy pudiéramos agotar el análisis 
de todos los temas. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la participación de la señora ministra y de las distintas 
autoridades. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


